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INFORMACIÓN GENERAL 

 

Embajada de México en Argentina 

Embajadora Lilia Eugenia Rossbach Suárez 

Dirección: Arcos 1650, Belgrano, 1426 Buenos Aires, Argentina. 

Teléfono: (54-11) 77000180 Conm. 

Protección: (54-11) 54216115 

Correo: embajadaarg@sre.gob.mx 

Horario de oficina: 09:00 a 14:00 y de 16:00 a 19:00 hrs. 

Twitter: @RossbachLilia 

   @EmbaMexAr 

 

 

Sede del evento  

 

Congreso de la Nación Argentina  

Dirección: Av. Entre Ríos entre Rivadavia e 

Hipólito Yrigoyen (C.P. 1033AAV), Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires.   

Teléfono: + 54 11 6075-0000 

  

 

 

Diferencia de horario: La Ciudad de Buenos Aires tiene +3 horas con relación a la 

Ciudad de México. 

Tipo de cambio al 3 de noviembre de 2022: 1.00 dólar estadounidense = 157.96 

pesos argentinos.  

Pronóstico del clima para Buenos Aires, Argentina:   
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Voltaje en Argentina:  

• Voltaje: 220 V 

• Frecuencia: 50 Hz 

• Clavijas: Tipo C / I 

 

 
 

Tipo C: Válido para clavijas E y F 

 
 

Tipo I 
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XV Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe 

Buenos Aires, 7 al 11 de noviembre de 2022 

 

 

CONFERENCIA REGIONAL SOBRE LA MUJER DE AMÉRICA LATINA Y EL 

CARIBE 

 

La Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, uno de los 

órganos subsidiarios de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

(CEPAL), es el principal foro intergubernamental sobre los derechos de las mujeres 

y la igualdad de género en la región.  

Es organizada por la CEPAL, como Secretaría de la Conferencia, con el apoyo de 

la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento 

de las Mujeres (ONU-Mujeres).  

Se convoca regularmente, con una frecuencia no superior a tres años, para analizar 

la situación regional y subregional respecto de la autonomía y los derechos de las 

mujeres, presentar recomendaciones en materia de políticas públicas de igualdad 

de género y realizar evaluaciones periódicas de las actividades llevadas a cabo en 

cumplimiento de los acuerdos regionales e internacionales.  

La Primera Conferencia Regional sobre la Integración de la Mujer en el Desarrollo 

Económico y Social de América Latina, que se celebró en La Habana en 1977. 

Hasta la fecha, los Estados miembros de la CEPAL han celebrado 14 reuniones de 

la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 

La Estrategia de Montevideo para la Implementación de la Agenda Regional de 

Género en el Marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030 fue aprobada por los 

Gobiernos en la XIII Conferencia Regional (2016) y constituye una herramienta para 

superar los nudos estructurales de la desigualdad de género y alcanzar los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible desde la perspectiva de género, la autonomía y 

los derechos de las mujeres de América Latina y el Caribe. 

En el Compromiso de Santiago, aprobado en la XIV Conferencia Regional sobre la 

Mujer de América Latina y el Caribe (2020), los Gobiernos reafirmaron los 

compromisos asumidos en la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing a 25 

años de su aprobación y, con visión de futuro, acordaron nuevos compromisos para 

responder de forma anticipada e innovadora a los desafíos emergentes que 
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enfrentan las mujeres ante escenarios cambiantes en los planos económico, 

demográfico, climático y tecnológico.  

INTRODUCCIÓN 

El XV período de sesiones de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe es organizado por la Comisión Económica para América Latina y 

el Caribe (CEPAL), como secretaría de la Conferencia, en coordinación con la 

Unidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento 

de las Mujeres (ONU-Mujeres). 

El XV período de sesiones de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe es organizada por Argentina y se llevará a cabo en Buenos Aires 

del 7 al 11 de noviembre de 2022. 

Los coordinadores de la reunión estarán disponibles para responder cualquier 

pregunta relacionada con la logística o cuestiones organizativas que pueda tener, 

antes o durante el evento. 

REQUISITOS DE ENTRADA Y SALIDA A ARGENTINA 

Toda persona que ingrese a Argentina debe contar con un pasaporte vigente y, 

cuando sea requerido, una visa emitida por las autoridades consulares argentinas. 

Ciudadanos de la República Bolivariana de Venezuela, Brasil, Chile, Colombia, 

Ecuador, Paraguay, Perú, el Estado Plurinacional de Bolivia y Uruguay podrán 

ingresar a la Argentina con cédula de identidad vigente o un documento de 

identidad. 

Quienes requieran visa para ingresar al país podrán solicitarla en el consulado 

argentino correspondiente. 

Los detalles de las oficinas se encuentran en 

https://www.cancilleria.gob.ar/en/representaciones. 

Puede encontrar más información sobre el proceso de solicitud de visa en: 

https://www.cancilleria.gob.ar/servicios/visas/visa-asistir-a-congresos-y-ferias-o-

realizar-tecnico-cientifico-artistico-o. 

Se solicita amablemente a los participantes que conserven el formulario de 

llegada emitido al ingresar a Argentina. Los formularios serán requeridos por 

las autoridades de inmigración al salir del país. 

 

 

 

https://www.cancilleria.gob.ar/en/representaciones
https://www.cancilleria.gob.ar/servicios/visas/visa-asistir-a-congresos-y-ferias-o-realizar-tecnico-cientifico-artistico-o
https://www.cancilleria.gob.ar/servicios/visas/visa-asistir-a-congresos-y-ferias-o-realizar-tecnico-cientifico-artistico-o
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NOTA CONCEPTUAL 

 

 TÍTULO:  Foro parlamentario  

PARTICIPANTES:  Representantes de instancias parlamentarias a nivel 

nacional, regional e internacional.  

FECHA:  7 y 8 de noviembre de 2022  

HORARIO:  Primer día: 14 – 18.30  

Segundo día: 9.00 – 12.30  

UBICACIÓN:  Congreso de la Nación Argentina, Buenos Aires  

 

La Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe es un órgano 

subsidiario de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) que 

reúne a las Ministras y Altas autoridades de los Mecanismos Nacionales para el 

Adelanto de las Mujeres de forma permanente y regular, para identificar la situación 

regional y subregional respecto a la autonomía y derechos de las mujeres, presentar 

recomendaciones para políticas públicas de igualdad de género, realizar 

evaluaciones periódicas de las actividades llevadas a cabo en cumplimiento de los 

acuerdos regionales e internacionales y brindar un foro para el debate sobre la 

igualdad de género.  

En el marco de la XV Conferencia, que se llevará a cabo en Buenos Aires, Argentina, 

del 7 al 11 de noviembre de 2022 y cuyo tema de debate central será "La sociedad 

del cuidado: horizonte para una recuperación sostenible con igualdad de género", 

se plantea la realización de un Foro Parlamentario de carácter regional e 

internacional, con el objetivo de compartir experiencias y avanzar la Agenda 

Regional de Género en el ámbito parlamentario, a través de marcos normativos que 

integran el derecho al cuidado, el impulso del financiamiento, las políticas y los 

sistemas integrales de cuidado, así como licencias maternales, de paternidad y 
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parentales y medidas hacia la corresponsabilidad y el reconocimiento del trabajo 

doméstico remunerado.  

Es en este marco que el Foro se propone reunir a parlamentarias a nivel nacional y 

regional de América Latina, el Caribe y Europa, con foco en aquellas que lideran las 

cámaras de los Congresos, presiden y/o integran las comisiones, bancadas y/o 

grupos de las Mujeres y/o de Género, junto con asambleístas que han impulsado 

legislación hacia la igualdad de género, especialmente en materia de cuidados.  

El Foro tendrá lugar el 7 y 8 de noviembre de 2022 y es organizado por el Gobierno 

de Argentina, con el apoyo de la CEPAL y ONU-Mujeres.  

Antecedentes  

La necesidad de consolidar la igualdad de género en la institucionalidad formal ha 

sido un elemento permanente en las agendas regionales de América Latina y el 

Caribe, incorporándose desde el comienzo en los contenidos de los planes, 

consensos y compromisos (CEPAL, 2010)1. En sus 45 años, la Agenda Regional de 

Género ha incluido la importancia de avanzar hacia medidas legislativas que 

atiendan las brechas y desigualdades de género, así como hacia una democracia 

paritaria que posibilite el equilibrio de género en las asambleas nacionales y todos 

los ámbitos de la institucionalidad pública (CEPAL, 2022)2.  

Según datos de la Unión Interparlamentaria, la región de las Américas es la región 

con mayor cantidad de mujeres parlamentarias en el mundo (2022)3. Este avance, 

producto de los diseños de leyes de cuota y normas de paridad impulsadas por las 

organizaciones feministas y de mujeres en alianza con redes de congresistas, 

mujeres políticas, expertas, académicas y aliados de la democracia paritaria, ha 

permitido la ampliación de la representación de las mujeres en la toma de decisiones 

parlamentaria y dado mayor impulso a la eliminación de la legislación discriminatoria 

contra las mujeres y niñas, así como el desarrollo de normativa pionera hacia la 

autonomía de las mujeres y las niñas y la igualdad de género (ONU Mujeres, 2021)4.  

Como parte de este proceso, las agendas legislativas en América Latina y el Caribe 

se han consolidado a la luz de los aportes de las conferencias mundiales; los 

compromisos contraídos por los Estados a nivel internacional y regional; la 

existencia de comisiones y grupos parlamentarios que trabajan sobre los derechos 

de las mujeres en los congresos o asambleas nacionales; la acción sostenida de las 

 
1 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Agendas legislativas y 
parlamentarias para el desarrollo de los derechos de las mujeres en América Latina y el Caribe, Serie 
mujer y desarrollo No 105, Santiago, 2010. 
2 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 45 años de Agenda Regional de 
Género (LC/MDM-E.2022/4), Santiago, 2022. 
3 Unión Interparlamentaria, 2022.Las mujeres en el parlamento en 2021. Perspectiva anual. 
4 ONU Mujeres (2021), Hacia una participación paritaria e inclusiva en América Latina y el Caribe. 
Panorama regional y aportes a la CSW65. 
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organizaciones feministas, de mujeres y de la sociedad civil; los trabajos de las 

redes de mujeres parlamentarias; y los aportes de las redes de mujeres juristas y 

organismos especializados; entre otros (CEPAL, 2010)5.  

Tal como se ha señalado en las diferentes instancias preparatorias de la XV 

Conferencia, alcanzar el desarrollo sostenible implica la construcción de una 

sociedad del cuidado que ponga en el centro la igualdad de género y la 

sostenibilidad de la vida. Esta cuestión se plantea aún con más urgencia ante un 

escenario mundial y regional afectado por los impactos sociales y económicos de la 

pandemia de COVID-19, y los asociados a la guerra en Ucrania; con un impacto 

desproporcionado en la autonomía de las mujeres y las niñas (CLACSO, ONU-

Mujeres y OXFAM, 2022)6.  

En este sentido, diferentes parlamentos han desarrollado proyectos de ley y 

sancionado normativas sobre cuidados a través de sus Constituciones; leyes 

integrales; leyes vinculadas a políticas y servicios de cuidados; el reconocimiento 

del trabajo doméstico remunerado; las políticas de tiempo, corresponsabilidad y 

licencias maternales, de paternidad y parentales; entre otras. En su amplia mayoría 

esta normativa se encuentra relevadas y disponible en el repositorio de leyes del 

Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe de la CEPAL7. 

A nivel de parlamentos regionales, se destacan las Leyes Marco de Sistema Integral 

de Cuidados (2012)8 y sobre Economía del Cuidado (2013)9 del Parlamento 

Latinoamericano (PARLATINO).  

Por su parte, junto con la sanción de legislación y políticas relativas a la igualdad de 

género, la Unión Interparlamentaria ha señalado la importancia de instaurar una 

infraestructura y una cultura parlamentarias sensibles al género, facilitando la 

conciliación entre el trabajo y la vida familiar a través del establecimiento de 

espacios de cuidado en los parlamentos, licencias, arreglos de horarios y 

mecanismos que faciliten que las personas parlamentarias puedan ejercer de forma 

igualitaria sus tareas y funciones (2017)10. Al respecto, en 2011 un estudio de la 

Unión Interparlamentaria e IDEA Internacional ha señalado que en América Latina 

los congresos nacionales aún cuentan con desafíos en la ausencia de mecanismos 

y medidas en este sentido11.  

 
5 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Agendas legislativas y 
parlamentarias para el desarrollo de los derechos de las mujeres en América Latina y el Caribe, Serie 
mujer y desarrollo No 105, Santiago, 2010. 
6 CLACSO, ONU Mujeres y OXFAM (2022). Avances y desafíos pendientes de la Declaración y la 
Plataforma de Acción de Beijing en el contexto de la recuperación de la crisis por Covid-19. 
7 https://oig.cepal.org/es/leyes/leyes-de-cuidado 
8 PARLATINO (2012). Ley Marco de Sistema Integral de Cuidados. 
9 PARLATINO (2013). Ley Marco sobre Economía del Cuidado. 
10 Unión Interparlamentaria (2017). Plan de acción para los parlamentos sensibles al género. 
11 IDEA Internacional y Unión Interparlamentaria (2011). Parlamentos sensibles al género. El estado 
de la cuestión en América Latina. 
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A la luz de estos desafíos y experiencias a nivel regional y de cara al logro de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible de aquí al 2030 y la implementación de la 

Agenda Regional de Género, el Foro Parlamentario "La sociedad del cuidado: 

horizonte para una recuperación sostenible con igualdad de género" se propone 

llevar a cabo un diálogo interinstitucional que permita fortalecer las alianzas 

interparlamentarias para implementar las agendas legislativas que reconozcan el 

derecho al cuidado en América Latina y el Caribe, e impulsen sistemas integrales 

de cuidado y políticas para la autonomía y pleno ejercicio de los derechos de las 

mujeres y niñas, en toda su diversidad.  

Objetivos:  

- Visibilizar las iniciativas legislativas hacia la construcción de una sociedad del 

cuidado en América Latina y el Caribe a través del intercambio de experiencias 

nacionales y regionales que permitan acelerar los compromisos de los actores 

parlamentarios con la igualdad de género y el desarrollo sostenible de aquí al 

2030.  

- Propiciar el diálogo y la construcción de una agenda parlamentaria de trabajo 

entre parlamentarias a nivel regional y nacional para el avance de reformas 

normativas que garanticen la autonomía y pleno ejercicio de los derechos de las 

mujeres y niñas en América Latina y el Caribe.  
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Foro Parlamentario 

"La sociedad del cuidado: horizonte para una recuperación sostenible con 

igualdad de género" 

(hora de la Argentina, GMT-3) 

Propuesta preliminar 

Foro Parlamentario 

Horario Lunes 7 de noviembre Horario Martes 8 de noviembre 

14.00 a 15.00 

horas 

Apertura del Foro Parlamentario. 9.00 a 10:30 

horas 

Panel 2: El rol de los parlamentos en 

la definición de sistemas integrales 

de cuidados: inversión, 

infraestructura y trabajo decente. 

Intervenciones de delegaciones 

parlamentarias 

15.00 a 15.30 

horas 

Presentación del documento 

conjunto CEPAL-ONU Mujeres 

sobre normativa en materia de 

cuidados en América Latina y el 

Caribe. 

10.30 a 12:00 

horas 

Panel 3: Democracia paritaria y 

cuidados. Avances y perspectivas de 

los parlamentos regionales  

Intervenciones de delegaciones 

parlamentarias 

15.30 a 16.00 

horas 

Receso 

16.00 a 18.15 

horas 

Panel 1: El derecho al cuidado en 

América Latina y el Caribe. 

Avances normativos hacia políticas 

y sistemas integrales de cuidados a 

nivel nacional.  

Intervenciones de delegaciones 

parlamentarias 

18.15 a 18.30 

horas 

Cierre del primer día 12.00 a 12.30 

horas 

Cierre del Foro Parlamentario 
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XV CONFERENCIA REGIONAL SOBRE LA MUJER DE AMÉRICA LATINA Y EL 

CARIBE 

Buenos Aires, Argentina  

7 al 11 de noviembre de 2022 

PROGRAMA 

 

Lunes 7 de noviembre de 2022 

09:30 a 18:00 
 
Retiro de credenciales de la Conferencia Regional 
 
Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

 

Martes 8 de noviembre de 2022 

09:30 a 18:00 
 
Retiro de credenciales de la Conferencia Regional 
 
Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

11:30 a 13:00 
 
Sexagésima Tercera Reunión de la Mesa Directiva de la Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
  

16:00 a 18:00 
 
Ceremonia de inauguración de la XV Conferencia Regional sobre la Mujer de 
América Latina y el Caribe 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

18:30 a 20:00 
 
Evento cultural ofrecido por el Gobierno de la Argentina 
 
Auditorio Nacional del Centro Cultural Kirchner, piso 2 
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Miércoles 9 de noviembre de 2022 

09:30 a 10:00 
 
Presentación del documento de posición "La sociedad del cuidado: horizonte 
para una recuperación sostenible con igualdad de género" 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

10:00 a 11:15 
 
Comentarios al documento 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

11:30 a 12:45 
 
Intervenciones de las delegaciones 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

12:45 a 13:00 
 
Lectura de la declaración de la sociedad civil 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

15:00 a 18:00 
 
Diálogo de alto nivel sobre la sociedad del cuidado en América Latina y el 
Caribe 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
- Intervenciones de las delegaciones 
 

16:30 a 16:45 
 
Receso 
 

 

Jueves 10 de noviembre de 2022 

09:30 a 11:00 
 
Panel de alto nivel 1: Financiamiento de los cuidados 
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- Presentación de documento El financiamiento de los sistemas y políticas de 
cuidado en América Latina y el Caribe: aportes para una recuperación 
sostenible con igualdad de género, a cargo de representante de ONU-Mujeres 
y de la CEPAL 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

11:30 a 13:00 
 
Panel de alto nivel 2: Cuidado del planeta 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

15:00 a 15:20 
 
Presentación de documento 
 
"Romper el silencio estadístico para alcanzar la igualdad de género en 2030: 
aplicación del eje sobre sistemas de información de la Estrategia de 
Montevideo para la Implementación de la Agenda Regional de Género en el 
Marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030" 
 

15:20 a 15:40 
 
Comentarios al documento 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

15:40 a 16:30 
 
Declaraciones de las delegaciones  
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
 

 

Viernes 11 de noviembre de 2022 

09:30 a 11:30 
 
Mesa redonda sobre corresponsabilidad de los cuidados 

 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 

 

12:00 a 12:30 
 
Consideración y aprobación de los acuerdos de la Conferencia 
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Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 

 

12:30 a 13:15 
 
Clausura 
 
Salón Libertador, Centro de Convenciones del Hotel Sheraton 
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III. Documentos de Apoyo  

 

 

 

 
 

  

Este apartado se encuentra integrado por un 
resumen del documento de la CEPAL “La 
sociedad del cuidado: Horizonte para una 
recuperación sostenible con igualdad de 
género” y una nota informativa sobre el 
sistema de cuidados en México, elaborados 
por el CEIGB. 
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LA SOCIEDAD DEL CUIDADO: HORIZONTE PARA UNA RECUPERACIÓN 

SOSTENIBLE CON IGUALDAD DE GÉNERO 

Resumen12 

Capítulo I. La igualdad de género y la sociedad del cuidado 
 
La pandemia de COVID-19 profundizó los nudos estructurales de la desigualdad de 
género y puso en evidencia la injusta organización social del cuidado, así como la 
necesidad urgente de avanzar hacia un cambio de paradigma que ponga en el 
centro de las prioridades los cuidados y la sostenibilidad de la vida, lo que no ha 
logrado hacer el modelo de desarrollo actual.  
 
A lo largo de más de cuatro décadas, los Estados miembro de la CEPAL, reunidos 
en la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, aprobaron 
la Agenda Regional de Género, la cual está orientada a garantizar los derechos de 
las mujeres, avanzar hacia el logro de su autonomía y sentar las bases para 
construir sociedades con igualdad, mediante el diálogo y los aportes de movimientos 
de mujeres y feministas, incluso de los pueblos indígenas a nivel regional.  

El cuidado en el centro del desarrollo sostenible con igualdad de género 

Los compromiso de la Agenda Regional de Género están dirigidos a superar los 
nudos estructurales de la desigualdad, a saber; i) la desigualdad socioeconómica y 
persistencia de la pobreza en el marco de un crecimiento excluyente; ii) los patrones 
culturales patriarcales, discriminatorios y violentos y predominio de la cultura del 
privilegio; iii) la rígida división sexual del trabajo e injusta organización social del 
cuidado; y iv) concentración del poder y relaciones de jerarquía en el ámbito público. 
Sus metas son alcanzar la igualdad de género y la autonomía física, económica y 
en la toma de decisiones de las mujeres.  

Desde la Primera Conferencia Regional sobre la Integración de la Mujer en el 
Desarrollo Económico y Social de América Latina y el Caribe (La Habana, 1977) el 
tema de los cuidados para el logro de la igualdad de género ha sido una prioridad 
en los debates y los acuerdos. En adición, la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible plantea la urgencia de alcanzar la igualdad de género a través de sus 17 
Objetivos, y establece una visión transformadora hacia la igualdad y sostenibilidad 
económica, social y ambiental. 

La meta 5.4 del ODS 5 de la Agenda 2030 insta al reconocimiento y valoración de 
los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados. La igualdad de género es 
transversal e inseparable del resto de los demás ODS, por lo que la redistribución y 
la valoración de los cuidados permea principalmente en cuestiones como la 

 
12 Elaborado en el Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques del Senado mexicano. 
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/48363/S2200704_es.pdf?sequence=5&isAllow
ed=y 
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erradicación de la pobreza  y la implementación de sistemas de protección social 
para todas las personas (ODS 1);  la seguridad alimentaria, la nutrición y la 
promoción de la agricultura (ODS 2); las garantías para una vida sana y para el 
bienestar en todas las edades (ODS 3); la educación inclusiva y equitativa de 
calidad, y en oportunidades de aprendizaje permanente (ODS 4); la promoción del 
crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, así como el empleo pleno 
y productivo y el trabajo decente (ODS 8); la promoción de las infraestructuras 
resilientes, la industrialización inclusiva y sostenible, y la innovación (ODS 9); la 
reducción de la desigualdad en los países y entre ellos (ODS 10); el cambio climático 
(ODS 13); las sociedades pacíficas e inclusivas, el acceso a la justicia y la 
construcción de instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas (ODS 16); y 
la revitalización de la Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible (ODS 17). 

La Agenda 2030 se complementa y amplía con la Agenda Regional de Género, la 
cual se articula con los compromisos internacionales y regionales dirigidos a 
proteger, respetar y garantizar todos los derechos humanos de las mujeres y las 
niñas en su diversidad, así como la no discriminación y el logro de la igualdad de 
género, tales como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (1979), la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 
1994), la Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer 
(Beijing, 1995), las resoluciones relativas a las mujeres, la paz y la seguridad 
aprobadas por el Consejo de Seguridad y los compromisos de las Conferencias 
Internacionales sobre la Financiación para el Desarrollo (Monterrey), entre otros.  

En el marco de la Agenda Regional de Género, los Gobiernos de la región han 
aprobado una serie de acuerdos fundamentales para el diseño y la implementación 
de políticas de cuidados. Han avanzado en la consideración del cuidado como un 
derecho (véase el diagrama I.3), bajo los principios de universalidad y progresividad 
en el acceso a servicios de calidad, enfatizando elementos como la 
corresponsabilidad, tanto entre hombres y mujeres como entre el Estado, el 
mercado, las comunidades y las familias. Se ha subrayado la relevancia de 
promover la sostenibilidad financiera de las políticas públicas de cuidado orientadas 
a alcanzar la igualdad de género, así como de la imprescindible coordinación entre 
las instituciones estatales, y entre los niveles nacional, subnacional y local, con un 
enfoque interseccional. 
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El cuidado: articulador de los procesos productivos y reproductivos 

Los cuidados son imprescindibles para la reproducción social, ya que todas las 
personas requieren cuidados a lo largo de la vida, aun cuando en algunas etapas y 
condiciones vitales esta demanda se intensifique. Entre quienes tienen las 
condiciones de brindar cuidados, existe una importante desigualdad de género. En 
todo el mundo, el 76.2% del tiempo dedicado al trabajo de cuidados no remunerado 
está a cargo de mujeres (OIT, 2019). 

El trabajo de cuidados no remunerado ha hecho posible la existencia del sistema 
económico basado en la economía mercantil. Junto a ello, la sobrecarga de 
cuidados limita la posibilidad de las mujeres de percibir ingresos propios, y de 
destinar tiempo al autocuidado, el esparcimiento y otras actividades centrales para 
su autonomía, entendida como “la capacidad de las personas para tomar decisiones 
libres e informadas sobre sus vidas, de manera de poder ser y hacer en función de 
sus propias aspiraciones, en el contexto histórico que las hace posibles”.  

La persistencia de la división sexual del trabajo en la región se basa en relaciones 
de poder desiguales y en la injusta organización social del cuidado. Estas 
condiciones tienen implicaciones en términos de brechas de desigualdad entre 
hombres y mujeres, así como entre mujeres de distintos niveles socioeconómicos, 
entre territorios y países, en la feminización de la pobreza y en las desigualdades 
étnico-raciales. 
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Pese a su importancia, el lugar central del cuidado en la provisión de bienestar ha 
permanecido invisible en la corriente principal de la economía, debido a que ésta 
solo valoriza el trabajo remunerado. El mercado laboral limita los tiempos para el 
cuidado de otros, el cuidado del planeta y el autocuidado, como si las personas que 
desempeñan funciones laborales no tuvieran necesidades propias de cuidados, ni 
responsabilidades sobre otras personas y sobre su entorno. 

El sistema capitalista presenta un sesgo antropocéntrico. Inscrito en ello, la riqueza, 
entendida como la acumulación de valor, también se distanció del concepto de 
bienestar. La medición del PIB, -el indicador económico más utilizado para la toma 
de decisiones económicas-, refleja estos sesgos en la poca valorización del aporte 
de las mujeres, la invisibilización de los tiempos destinados al cuidado y al ignorar 
el cuidado del planeta. 

La economía del cuidado y la conservación del ambiente son dos esferas que 
producen valor en forma de bienes públicos a diferentes escalas (nacional, regional 
y mundial) y cuya realización es esencial tanto para la sostenibilidad de la vida como 
para el propio funcionamiento del mercado. 

La organización social del cuidado 

La desigualdad de género en la asignación del trabajo de cuidados forma parte de 
la organización social del trabajo remunerado y no remunerado, y de un sistema 
económico y político, con marcos normativos y relaciones de poder más o menos 
explícitos. Históricamente, los cuidados se asignaron como parte de las 
responsabilidades familiares, sobre la base de un modelo hegemónico biparental y 
heterosexual, que invisibilizó las diferentes formas de organización de las familias. 
La matriz cultural suponía el trabajo remunerado como un ámbito masculino, por lo 
que los cuidados recayeron de manera desproporcionada sobre las mujeres. 

Las profundas transformaciones económicas, sociodemográficas y culturales de las 
últimas décadas, que incluyen el aumento de la participación femenina en el 
mercado laboral, junto con cambios en las estructuras de hogar y en las dinámicas 
familiares (separaciones, divorcios y hogares encabezados por mujeres) no han 
alterado la división sexual del trabajo. La vinculación masculina a los cuidados no 
aumentó al mismo ritmo.  

Desde una perspectiva institucional, el cuidado es un pilar de los regímenes de 
bienestar. El Estado cumple el doble papel de proveer servicios y de regular la 
manera en que se asignan y distribuyen los derechos y responsabilidades de 
cuidado en determinada sociedad, en el ámbito de los trabajos de cuidados 
remunerados -como en los sectores de educación, salud, trabajo social, cuidados 
comunitarios y servicio doméstico-, pero también en el ámbito del hogar. Al hacerlo, 
incide sobre la posibilidad de transformar (o de reproducir) desigualdades de género 
y socioeconómicas imbricadas en la organización social del cuidado. 
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En América Latina y el Caribe, el modelo de desarrollo vigente ha desencadenado 
una profunda crisis de los cuidados, aumentando las desigualdades sociales, 
étnicas, raciales y territoriales que obstaculizan la autonomía de las mujeres, en 
particular de aquellas que se encuentran afectadas de manera simultánea por 
distintas dimensiones de la desigualdad social. Desde el punto de vista cultural 
predomina la persistencia de una cultura patriarcal y la naturalización de la cultura 
del privilegio.  

La pandemia de COVID-19 mostró la intensificación del trabajo de cuidados que 
sostiene la vida y que recayó en las mujeres en un contexto crítico. Ante esta 
evidencia, se requiere recuperar la propuesta de la economía feminista: poner la 
sostenibilidad de la vida en el centro de las preocupaciones económicas. 

El cuidado y la sostenibilidad de la vida 

La “sostenibilidad de la vida” hace referencia a un proceso multidimensional, 
indispensable tanto para dar continuidad a la vida en sus diferentes expresiones 
(personal, social y ecológica) como para desarrollar condiciones, estándares y una 
calidad de vida que sean aceptables para toda la población. Bajo un enfoque 
ecodependiente, busca asegurar la vida de generaciones presentes y futuras al 
frenar la degradación ambiental y al centrarse en el cuidado. 

Según la CEPAL, el cuidado comprende todas las actividades que aseguran la 
reproducción humana y el sostenimiento de la vida en un entorno adecuado, 
incluyendo el resguardo de la dignidad de las personas y la integridad de sus 
cuerpos, la educación y formación, el apoyo psicológico y emocional, además del 
sostenimiento de los vínculos sociales. 

La sostenibilidad de la vida entrelaza, por un lado, garantizar las condiciones para 
la reproducción social, la continuidad de la sociedad y los insumos necesarios para 
sostener los procesos de producción; y por otro, asegurar las condiciones de vida 
dignas para el conjunto de la población. 

La sostenibilidad de la vida, alejada de la mera acumulación de capital, es una 
precondición para alcanzar el bienestar de la población y para lograr una 
recuperación transformadora, con igualdad y sostenibilidad. Esto supone superar la 
injusta organización social de los cuidados que está en la base de la insostenibilidad 
del modelo vigente y que reproduce los nudos estructurales de las desigualdades 
de género.  

En su contribución, los pueblos indígenas conciben su organización social en 
vinculación directa con el cuidado del medioambiente, los cuidados incluyen 
también una dimensión espiritual, y la interdependencia se construye desde el 
respeto a la autonomía de las personas y a la valoración de todas las vidas, 
humanas o no. 
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El papel del Estado es decisivo pues tiene la capacidad de proveer servicios de 
cuidado y la función de regular la provisión de cuidados por parte de los mercados, 
las comunidades y las familias. De esta forma, puede transformar la injusta 
organización social de los cuidados, en la medida en que promueva la igualdad 
entre géneros, la autonomía de las mujeres y la corresponsabilidad de los cuidados. 
El marco de los derechos humanos sienta las bases jurídicas para colocar el 
cuidado en el centro, al tiempo que pone de relieve el papel del Estado en dicha 
construcción. 

A fin de que la recuperación frente a la crisis del COVID-19 sea transformadora, con 
igualdad de género y sostenibilidad, la CEPAL reitera que poner el cuidado en el 
centro supone una reorganización profunda del sistema económico y social en las 
sociedades, lo que interpela el rol del Estado como regulador.  

El derecho al cuidado 

El derecho al cuidado, entendido como el derecho a cuidar, ser cuidado y al 
autocuidado, es parte de los derechos humanos ya reconocidos en los pactos y 
tratados internacionales, de los que goza toda persona, independientemente de su 
situación de vulnerabilidad o dependencia. Sobre la base de los principios de 
igualdad, universalidad y corresponsabilidad social y de género, estos derechos 
hacen posible la sostenibilidad de la vida humana y del cuidado del planeta.  

El derecho al cuidado implica garantizar el derecho de cada persona en las tres 
dimensiones del concepto (cuidar, ser cuidado y autocuidarse), reconocer el valor 
del trabajo y garantizar los derechos de las personas que proveen cuidado, más allá 
de la asignación estereotipada del cuidado como una responsabilidad de las 
mujeres, y sostenida en cambio en la corresponsabilidad institucional entre sus 
proveedores (Estado, mercado, sector privado, familias).  

El enfoque de derechos humanos aplicado al cuidado se basa en un conjunto de 
principios y estándares jurídicos: i) la universalidad; ii) la obligación de garantizar el 
contenido mínimo de los derechos; iii) la obligación de los Estados de implementar 
acciones y medidas que reconozcan la progresividad en sus acciones y la 
consiguiente prohibición de aplicar medidas o acciones regresivas; iv) el deber de 
garantizar la participación ciudadana; v) el principio de igualdad y no discriminación; 
vi) el acceso a la justicia, y vi) el acceso a la información pública. Estos estándares 
integran una matriz común aplicable en la definición de las políticas y estrategias de 
intervención de los Estados, los actores sociales y las agencias de cooperación para 
el desarrollo, así como en el diseño de acciones para la fiscalización y evaluación 
de políticas públicas. 

Como se reconoció en la XII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina 
y el Caribe (Santo Domingo, 2013), el derecho al cuidado, como un ámbito de 
política pública, requiere la puesta en marcha de medidas concretas que son 
responsabilidad de toda la sociedad, del sector privado y principalmente del Estado 
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ya que regula -por acción u omisión- el modo de participación de los mercados, las 
familias y las comunidades en la provisión y en el acceso al cuidado. 

El derecho al cuidado en las constituciones y normas de América Latina y el 
Caribe 

En cuanto a los avances de la Agenda Regional de Género, algunos países 
latinoamericanos han optado por incluir expresamente en la Constitución el 
reconocimiento del cuidado y su aporte a la economía, dotándolo así de mayores 
garantías y ampliando su interpretación por la vía jurisprudencial. El informe destaca 
las siguientes experiencias: 

• La Constitución del Ecuador (2008) hace énfasis en el cuidado de las 
personas adultas mayores, las personas con discapacidad y la niñez, y 
subraya que el Estado establecerá políticas públicas y programas, 
diferenciados por áreas geográficas, inequidades de género, etnia y cultura, 
y por personas; y fomentará el mayor grado posible de autonomía personal 
y participación en la definición y ejecución de estas políticas. Reconoce como 
labor productiva el trabajo no remunerado de autosustento y cuidado humano 
de los hogares. 

• El Art. 338 de la Constitución Política de Bolivia (2008) reconoce el valor 
económico del trabajo del hogar como fuente de riqueza y que deberá 
cuantificarse en las cuentas públicas.  

• La Constitución de Venezuela (1999) y la Constitución de República 
Dominicana (2009) reconocen el valor productivo del trabajo del hogar como 
generador de riqueza y bienestar social. 

• De manera relevante, la Constitución Política de la Ciudad de México (2017) 
reconoce el cuidado como un derecho fundamental y la organización de un 
sistema de cuidados. Estipula que “toda persona tiene derecho al cuidado 
que sustente su vida y le otorgue los elementos materiales y simbólicos para 
vivir en sociedad a lo largo de toda su vida. Las autoridades establecerán un 
sistema de cuidados que preste servicios públicos universales, accesibles, 
pertinentes, suficientes y de calidad y desarrolle políticas públicas. El sistema 
atenderá prioritariamente a las personas en situación de dependencia por 
enfermedad, discapacidad, ciclo vital, especialmente infancia y vejez y a 
quienes, de manera no remunerada, están a cargo de su cuidado”. 

• Los parlamentos han ratificado convenios internacionales y han elaborado 
leyes integrales, normas vinculadas a políticas y servicios de cuidados, que 
reconocen el trabajo doméstico remunerado. Se implementan políticas de 
tiempo, corresponsabilidad y licencias maternales, de paternidad y 
parentales, entre otras. 

• A nivel de parlamentos regionales, destacan el Proyecto de Ley Marco de 
Sistema Integral de Cuidados (2012) y la Ley Marco sobre Economía del 
Cuidado (2013) del PARLATINO.  
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• Por parte de la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de 
los Estados Americanos (CIM/OEA) resalta su aporte con la Ley Modelo 
Interamericana de Cuidados (CIM, 2022). 

• En el marco del 48º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, 
Argentina y México presentaron en 2021 la “Declaración Internacional sobre 
la importancia del cuidado en el ámbito de los derechos humanos”, la cual 
contó con el apoyo de 50 Estados y enfatizó la relevancia de generar 
mayores debates sobre los cuidados y su vínculo con los derechos humanos. 

 
El acceso y el ejercicio efectivo del cuidado como derecho se ha incorporado 
mediante reformas legislativas o en la provisión de servicios a cargo del Poder 
Ejecutivo, principalmente dirigidos a la niñez, personas en situación de discapacidad 
o dependencia y personas adultas mayores. Por su naturaleza se aproxima al grupo 
de los derechos económicos, sociales y culturales, además de vincularse al derecho 
al trabajo, a los deberes comunes de los progenitores respecto a la crianza y 
desarrollo de la niñez, acorde con los pactos y tratados internacionales. 

La ausencia del reconocimiento expreso de este derecho en los marcos normativos 
nacionales no niega la obligación y la urgencia de universalizar los servicios y de 
fortalecer las políticas de cuidado y otras conexas a fin de garantizarlo.  

El Estado como garante del derecho al cuidado 

El reconocimiento del cuidado como un derecho humano de todas las personas 
permite delimitar claramente el papel central del Estado y los distintos actores: i) 
quiénes son las y los titulares del derecho al cuidado; ii) quiénes son las y los 
titulares de los deberes; iii) cuáles son los mecanismos de exigibilidad del derecho 
al cuidado, y iv) cuáles son las medidas destinadas a reducir las desigualdades y 
brechas en el acceso y disfrute de este derecho. 

Desde una perspectiva de género, un Estado garante del derecho al cuidado tiene 
la posibilidad de regular la organización social del cuidado en el marco de los 
estándares internacionales, organizar el ecosistema de servicios diseñados y 
ofertados por instituciones públicas y privadas, y establecer estándares de calidad, 
en distintas modalidades de financiamiento. En ese tono, las instituciones públicas 
pueden diseñar, implementar y fiscalizar la oferta de servicios de cuidado y velar 
por que el acceso no esté condicionado al poder adquisitivo de las personas, origen 
étnico, orientación sexual, identidad de género, territorio en que habitan, o cualquier 
otra característica individual. 

Un Estado garante debe promover políticas públicas culturales destinadas a 
fomentar la corresponsabilidad social y de género, con miras a lograr la 
transformación de los patrones tradicionales y superar la función cuidadora que el 
patriarcado asigna en exclusividad a las mujeres. En cuanto a las políticas 
educacionales y a los planes de estudios básicos, los Estados deben frenar los 
discursos que promueven la naturalización de los roles tradicionales de género y 
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que estigmatizan los intentos de cambio en este orden jerárquico y desigual para 
construir una sociedad democrática con aspiraciones igualitarias entre sus 
miembros. 

Hacia la sociedad del cuidado 

La sociedad del cuidado contribuye a replantear las formas de organización social 
y expone el modo en que la sociedad actual ha devenido en un modelo insostenible, 
desigual, androcéntrico, antropocéntrico y centrado en la acumulación de capital 
que muestra la imposibilidad de reducir las desigualdades y de frenar la degradación 
ambiental. La mayor valoración del tiempo productivo frente al tiempo reproductivo 
y una persistente división sexual del trabajo están limitando la construcción de 
responsabilidades colectivas, así como la autonomía económica, física y política de 
las mujeres.  

Para superar el contexto de desequilibrios interconectados (crisis del COVID-19, 
alimentaria, energética, de los cuidados, económica y financiera, climática y 
ecológica) se requiere producir un cambio de rumbo en el actual modelo de 
desarrollo y una modificación de los pilares culturales e institucionales a fin de 
alcanzar una recuperación transformadora, sostenible y con igualdad. 

¿Qué es la sociedad del cuidado? 

El concepto de sociedad del cuidado busca trascender los modelos que socavan el 
bienestar, incrementan las desigualdades y sostienen la injusticia estructural. Es un 
paradigma que busca fortalecer las relaciones de cuidado, a sabiendas de que todas 
las personas son vulnerables e interdependientes, teniendo sus fundamentos en la 
interdependencia y la ecodependencia, como dimensiones constitutivas de los 
sujetos y de su red de relaciones sociales, interpersonales y con el medio ambiente. 

La CEPAL propone transitar hacia una sociedad del cuidado que priorice la 
sostenibilidad de la vida y del planeta al: 

• Garantizar los derechos de las personas que necesitan cuidados y de 
aquellas que los proveen. 

• Considerar el autocuidado y el intercuidado.  

• Contrarrestar la precarización de los empleos relacionados con el sector de 
los cuidados.  

• Visibilizar los efectos multiplicadores de la economía del cuidado en términos 
del bienestar y como un sector dinamizador para una recuperación 
transformadora con igualdad y sostenibilidad. 

• Apuntar a la corresponsabilidad social entre hombres y mujeres, así como 
entre el Estado, los mercados, las comunidades y las familias, para impulsar 
una profunda reorganización social y política de los cuidados que permita 
superar las desigualdades socioeconómicas y los nudos estructurales de la 
desigualdad de género. 
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Un objetivo prioritario para que la sociedad del cuidado logre superar los nudos de 
la desigualdad de género es la autonomía de las mujeres, entendida como su 
capacidad “para tomar decisiones libres e informadas sobre sus vidas, de manera 
de poder ser y hacer en función de sus propias aspiraciones y deseos, en el contexto 
histórico que las hace posibles”. 

Desde el punto de vista económico, la meta de priorizar la sostenibilidad de la vida 
conlleva dar valor a los cuidados, como procesos centrales que permiten sostener 
la vida misma. Para ello, es necesario promover la redistribución del trabajo de 
cuidados, equilibrar las cargas y los beneficios derivados de la relación con los 
recursos ambientales, además de incorporar a la par el cuidado del planeta. El 
modelo transformador solo es viable si es sostenible e integral respecto de las 
capacidades del planeta y de la dignidad humana. 

Se requieren políticas orientadas a una redistribución efectiva de los cuidados, tanto 
entre géneros como entre instituciones públicas y privadas, a fin de avanzar hacia 
una organización social que supere la asignación de la responsabilidad a los 
hogares y, por ende, a las mujeres. Las acciones del Estado son decisivas para 
avanzar en la universalización de servicios de calidad, en la coordinación e 
intersectorialidad de las políticas, en la sostenibilidad financiera y en el principio de 
la corresponsabilidad, siendo esencial invertir en salud universal, educación de 
calidad y sistemas de cuidados.  

La construcción de una sociedad del cuidado solo es posible si se realiza de forma 
colectiva, sostenida por un compromiso político que es indispensable para transitar 
a nuevas formas de organización social. 

Capítulo II. El vínculo ineludible entre la división sexual del trabajo y la 

desigualdad de género 

La sostenibilidad de los recursos como la preservación del agua, la tierra, los 

bosques y otros bienes comunes, se plantea como una visión alternativa para 

pensar el desarrollo por fuera de los mecanismos de saqueo de los recursos 

naturales. La propuesta social del cuidado aboga por un cambio de paradigma en 

el cual se sitúe la sostenibilidad de la vida en el centro y se fortalezcan las agendas 

que habilitan estrategias de desarrollo sostenibles y orientadas a la igualdad en la 

región, como la Agenda Regional de Género. 

 

Gran parte del crecimiento económico y del bienestar de la población depende del 

trabajo de cuidados y de los recursos naturales. En la pandemia, la aceleración en 

la explotación y extracción de recursos naturales y la intensificación del trabajo de 

cuidados provocaron una profundización de las desigualdades de género que se 

expresa tanto en los mercados como en los hogares. 
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La región de América Latina y el Caribe se ha caracterizado por un modelo 

económico basado en la extracción de recursos naturales sin criterios de 

sostenibilidad ambiental y social.   

 

El modelo extractivista ha exacerbado la desigualdad y ha sido promotor de la 

cultura del privilegio y la concentración de la riqueza. Este escenario afecta 

especialmente a las mujeres, porque ellas asumen la mayor parte del trabajo no 

remunerado que permite la sostenibilidad de la vida, tienen menor y más precaria 

participación en el mercado laboral, y se concentran en sectores económicos de 

menor valor agregado, productividad y remuneración. 

 

Debido a la contaminación, la deforestación y la destrucción de la biodiversidad, así 

como a proyectos extractivistas que afectan la salud general de la población, se 

intensifica la carga de trabajo de cuidados de las mujeres. Estos procesos de 

degradación ambiental afectan en mayor medida los territorios y las zonas en que 

habitan mujeres rurales e indígenas, lo que tiene aún más impacto en sus 

condiciones de vida y en su sobrecarga de trabajo de cuidados. 

 

Las comunidades indígenas, las mujeres rurales y las mujeres afrodescendientes 

han ocupado lugares de primera línea en los procesos de resistencia y de defensa 

contra la deforestación, el acaparamiento de tierras y la explotación de recursos de 

manera abusiva, enfrentándose a formas de violencia de género y étnico-raciales. 

 

El deterioro de los territorios y bienes comunes de los pueblos indígenas como 

consecuencia de la contaminación y la realización de actividades extractivas afecta 

la preservación de sus medios de subsistencia tradicionales, como la recolección 

de alimentos, la producción agrícola y el pastoreo. La falta de recursos obliga a las 

mujeres indígenas a desplazarse, dejando sus lugares de origen y volviéndose más 

vulnerables a violaciones de derechos humanos. 

 

Los Gobiernos de América Latina y el Caribe establecieron, por medio de la Agenda 

Regional de Género, una serie de acuerdos para abordar las desigualdades que 

experimentan las mujeres indígenas. Buscan reconocer la contribución cultural, 

social, económica y política de las mujeres indígenas, generando herramientas y 

políticas para la promoción de su autonomía, sus formas de vida y la garantía de 

sus derechos. 

 

En las sociedades capitalistas, gran parte del trabajo de cuidados se efectúa en los 

hogares, en las comunidades y en el marco de las relaciones de cercanía, de forma 

no remunerada. Otra parte adopta la forma de trabajo remunerado, sin embargo, se 

encuentra infravalorado, precarizado e invisibilizado. 
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La sobrecarga de trabajo no remunerado que experimentan las mujeres y el 

retroceso histórico en su participación laboral han visibilizado el vínculo ineludible 

que existe entre la división sexual del trabajo, la persistencia de la pobreza, los 

patrones patriarcales y discriminatorios y la concentración del poder. 

 

Anterior a la pandemia, en la región se estimaba que las mujeres dedicaban entre 

22 y 42 horas semanales a las actividades de trabajo doméstico y de cuidados, lo 

que supone, una carga de hasta tres veces más que los hombres. La pandemia 

aumentó drásticamente esta carga debido al traslado a los hogares de servicios de 

atención y cuidado, y el acompañamiento a la educación de niños y niñas ante el 

cierre de establecimientos educativos. 

 

La pandemia también tuvo consecuencias negativas en el empleo de las mujeres, 

que ya registraba un estancamiento en la última década. Entre el segundo trimestre 

de 2019 y el mismo período de 2020 se registró una pérdida inédita de puestos de 

trabajo que afectó en mayor medida a las mujeres. Esta significativa salida del 

mercado laboral representa un retroceso de 18 años en los niveles de participación 

de las mujeres en la fuerza laboral en 2020.  

 

Otro sector que se vio afectado como consecuencia de la crisis sanitaria y se 

presenta como altamente feminizado es el empleo doméstico. El trabajo doméstico 

remunerado ha sido históricamente un sector precarizado debido a que los salarios 

se encuentran entre los más bajos dentro de la escala salarial y con altos niveles de 

informalidad. Otra implicación de este ámbito es la discriminación que sufren las 

mujeres por su condición de migrantes y por su origen étnico-racial. 

 

La desigualdad de género estructural que caracteriza a la región se ha visto 

agudizada en el contexto social y económico desencadenado por la pandemia de 

Covid-19. Esta crisis ha puesto en evidencia la relevancia del trabajo de cuidados 

en la sostenibilidad de la vida, trabajo que ha sido llevado a cabo fundamentalmente 

por las mujeres. 

 

El principal obstáculo para la inserción de las mujeres en el mercado laboral se 

relaciona con la sobrecarga del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. 

Aproximadamente un 60% de las mujeres en hogares con presencia de niños y 

niñas menores de 15 años declara no participar en el mercado laboral por atender 

responsabilidades familiares.  

 

La ausencia de políticas de cuidado perpetúa los roles tradicionales de género que 

implican a las mujeres como responsables casi exclusivas del cuidado y profundiza 

la desconexión respecto de sus redes de apoyo. 
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Durante el confinamiento y las restricciones de movilidad impuestas por la crisis 

sanitaria aumentó la exposición de mujeres, adolescentes y niñas a situaciones de 

violencia en el hogar. 

 

La división sexual del trabajo se puede asociar con fenómenos de violencia 

estructural y prácticas nocivas como el matrimonio infantil y las uniones tempranas 

y forzadas. 

 

La baja representación de las mujeres en la política y en distintos ámbitos de toma 

de decisión es una de las manifestaciones de las desigualdades estructurales de 

género en el ejercicio del poder y la autonomía. Si bien en los últimos años ha 

aumentado la representación política de las mujeres a distintos niveles, 

permitiéndoles participar cada vez más en espacios de toma de decisiones de forma 

igualitaria, a nivel local, se ha mantenido constante y la proporción de mujeres aún 

es mucho menor que la de hombres. 

 

Los Gobiernos de la región han aprobado, a través de la Agenda Regional de 

Género, una serie de acuerdos orientados a impulsar la representación de las 

mujeres en la toma de decisiones, el liderazgo y la paridad. 

 

La persistente concentración del poder y las relaciones jerárquicas de género 

consolidan la división sexual del trabajo. 

 

Para posibilitar una democracia paritaria y un acceso en igualdad de condiciones al 

poder, es indispensable un cambio en la organización social del cuidado. Sin 

políticas que promuevan efectivamente una corresponsabilidad en el cuidado, las 

mujeres permanecerán relegadas, lo que afecta sus posibilidades reales de 

participación política, social y económica, y por consiguiente, su autonomía en la 

toma de decisiones.    

 

Las desigualdades de género, y en especial la organización social del cuidado, 

tienen un vínculo directo con el territorio. La organización del cuidado para las 

mujeres toma formas diferentes en los sectores urbanos, en los territorios indígenas 

y en las zonas rurales. 

 

En las zonas rurales, y en menor medida en zonas urbanas de la periferia, el trabajo 

de cuidados incluye una serie de tareas indirectas, como la recogida de leña y el 

acarreo de agua. La falta de infraestructura social y física de servicios básicos 

repercute en la carga de trabajo no remunerado de los hogares rurales. 

 

La persistencia de la pobreza en combinación con los patrones culturales 

patriarcales y violentos refuerzan la división sexual del trabajo en fenómenos como 
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los desplazamientos y las migraciones de las mujeres, constituyendo cadenas 

globales o regionales de cuidado.  

 

La carga de trabajo no remunerado se incrementa en los hogares que tienen al 

menos una privación. Esto se relaciona con el vínculo existente entre las políticas 

urbanas, de vivienda e infraestructura y la posibilidad de reducir el tiempo de los 

cuidados permitiendo ampliar la autonomía económica de las mujeres y sus 

posibilidades de acceso al mercado laboral y generación de ingresos.  

 

Las mujeres han liderado en la región esfuerzos por colectivizar el cuidado, entre 

otros motivos, como estrategia para economizar el costo de alimentos, combustibles 

y materiales escolares, y protegerse mutuamente de la pobreza. 

 

En los últimos años ha aumentado significativamente la proporción de mujeres que 

migran en busca de oportunidades laborales. Dada la división sexual del trabajo, las 

migrantes se ven a menudo restringidas a ocupaciones tradicionalmente 

feminizadas, como el trabajo doméstico, el trabajo de cuidados, la enfermería y los 

servicios sociales o comunitarios, empleos que presentan un alto grado de 

precarización e inestabilidad.  

 

El desplazamiento de mujeres que migran formando corredores de cuidados y se 

insertan principalmente en el trabajo doméstico remunerado o en distintos 

subsectores del cuidado, sobre todo en el de cuidados domiciliarios, es una 

expresión de la desigualdad en la región. Asimismo, la discriminación y las 

desigualdades étnico-raciales y de género se hacen especialmente visibles en los 

fenómenos de transnacionalización del cuidado. Las mujeres que integran estos 

circuitos de cuidados tienen grandes dificultades para acceder a estatus migratorios 

legales, como la residencia permanente en el país de destino o el derecho a circular 

libremente. 

 

Las migraciones internacionales suponen un nuevo desafío para el análisis de los 

cuidados. Las mujeres migran para realizar trabajos de cuidados en los países de 

destino y son quienes asumen la provisión económica de sus hogares de origen. En 

muchos casos, las mujeres migrantes continúan realizando el trabajo de cuidados 

a distancia en sus hogares de origen. De esta manera, la familia transnacional ha 

dado lugar a nuevas prácticas de cuidado que trascienden las fronteras. 

 

Capítulo III. Los cuidados ante los cambios demográficos, epidemiológicos 
y económicos 
 
Este capítulo inicia exponiendo que las características de la demanda de cuidado 
son modificadas por los cambios demográficos, epidemiológicos y económicos. Por 
lo que la combinación de estos elementos genera diferentes configuraciones de 
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oferta y demanda de cuidados. Dado que la construcción de una sociedad del 
cuidado presupone un conocimiento cabal de las necesidades de la población, es 
indispensable entender las transformaciones a corto, mediano y largo plazo que 
inciden en la carga, el tipo y la intensidad de los cuidados, así como en las 
posibilidades reales de proporcionarlos. 
 
La información disponible para América Latina y el Caribe permite observar que, 
cuando la demanda creciente de cuidados se satisface principalmente dentro de los 
hogares y de manera no remunerada, se intensifica la injusta organización social 
del cuidado en el que las mujeres constituyen las principales proveedoras. Para 
diseñar políticas relevantes en esta materia es importante conocer el tipo de 
cuidados que se demandan y la oferta proporcionada en conjunto por el Estado, los 
hogares y las familias, el sector privado y la comunidad. 
 
De igual forma, se describen las transiciones que enfrentarán los Estados de 
América Latina y el Caribe desde el punto de vista de la población potencialmente 
proveedora y receptora de cuidados en las próximas décadas, los cambios en la 
composición de los hogares y las consecuencias en el tipo y la intensidad de los 
cuidados que suponen el aumento de la esperanza de vida y la prevalencia de 
determinadas enfermedades transmisibles y no transmisibles.   
 

A. Efectos de las tendencias demográficas, económicas y epidemiológicas 
en la oferta y la demanda de cuidados 

 
En este apartado se refiere que las transformaciones en materia de empleo, los 
desplazamientos de las personas en los territorios, el aumento de la esperanza de 
vida, la incidencia de las enfermedades crónicas y el envejecimiento de la población 
derivan en un incremento de la demanda de cuidados y generan una reducción del 
tiempo y el número de personas disponibles para brindarlos. Esta combinación de 
elementos conduce a lo que se ha denominado como “crisis de los cuidados”.   
 
La crisis de los cuidados actual tiene una dimensión global y afecta a todos los 
países. En los próximos años, en América Latina y el Caribe, una generación de 
adolescentes y jóvenes ingresará al mercado laboral y a las edades reproductivas 
en un contexto marcado por elevados niveles de pobreza y desempleo. Aunado a 
ello, el modelo de mercado de trabajo actual, organizado en función de una jornada 
de trabajo a tiempo completo, desconoce la presión sobre la demanda general de 
cuidados y las consecuencias de la doble carga de trabajo, que recae 
mayoritariamente en las mujeres.  
 
Los procesos demográficos no son independientes de los cambios en los modelos 
económicos y sociales. Las combinaciones de diversos factores socioeconómicos 
dan como resultado diferentes facetas de la crisis de los cuidados, que se expresan 
de manera particular en cada región, país y territorio. Dos de las características más 
notables de la transición demográfica en América Latina y el Caribe son el aumento 
acelerado de la población en edad de trabajar (de 15 a 64 años) y la reducción 
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acelerada de la fecundidad. Como consecuencia, en los próximos años, una 
generación de adolescentes y jóvenes ingresará al mercado laboral y a las edades 
reproductivas en un contexto marcado por elevados niveles de pobreza y 
desempleo. 
 
Si bien la concentración de la población en el grupo de edad de 15 a 64 años es la 
característica predominante de la transformación etaria y lo seguirá siendo por lo 
menos hasta la década de 2030 en la región en su conjunto, todos los países 
transitan hacia sociedades más envejecidas. Desde la perspectiva del bono 
demográfico, los países más rezagados en la transición (envejecimiento leve) tienen 
una ventana de oportunidad para aprovechar la concentración de la población en 
edad de trabajar. Sin embargo, esta medida solo tiene en cuenta los efectos 
positivos del ingreso al mercado laboral, sin considerar que la población en edad de 
trabajar es, al mismo tiempo, la población potencialmente cuidadora. Por ese 
motivo, es preciso analizar los procesos de transición demográfica teniendo en 
cuenta la reducción del tiempo disponible para el trabajo doméstico y de cuidados y 
el aumento de la intensidad y los costos del cuidado cuando este se concentra en 
las edades más avanzadas.  
 
El aumento progresivo de la esperanza de vida y la disminución de la tasa global de 
fecundidad inciden en las proyecciones de crecimiento de la población a nivel 
regional. En este sentido, se puede agrupar a los países y territorios en tres 
categorías, a saber: i) de envejecimiento avanzado, en los que la población mayor 
de 60 años representa más del 20% de la población; ii) de envejecimiento 
moderado, en los que ese grupo etario representa entre el 10% y el 20% de la 
población; y iii) de envejecimiento leve, en los que la población mayor de 60 años 
constituye menos del 10% del total.  
 
En la primera categoría se encuentran Aruba, Barbados, Cuba, Curazao, 
Guadalupe, Islas Vírgenes Británicas, Martinica, Puerto Rico y Uruguay. En la 
segunda, Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guyana, Jamaica, México, Panamá, 
Perú, República Dominicana, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Surinam, 
Trinidad y Tobago y Venezuela. Por último, en la tercera figuran países como Belice, 
Guatemala, Guayana Francesa, Haití, Honduras, Nicaragua y Paraguay.  
 
La diferencia en el ritmo de envejecimiento de los tres grupos de países y territorios 
incide en el tipo de cuidados que necesitarán a corto, mediano y largo plazo. La 
concepción del cuidado basada principalmente en la atención de niños y niñas 
responde a un modelo de pirámide poblacional de base ancha (envejecimiento 
leve). Sin embargo, en la mayoría de los países de la región los hogares ya están 
lidiando con cuidados intergeneracionales, al tener que cuidar simultáneamente a 
niñas, niños y personas mayores. 
 
Por otra parte, en los países y territorios con envejecimiento avanzado, la proporción 
de personas de 15 a 64 años comenzó a disminuir a partir de 2010, cuando alcanzó 
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el 67.8% de la población total. En los países de envejecimiento moderado, esto 
ocurrió en 2020, cuando alcanzó el 67.5% de la población, mientras en el caso de 
los países con envejecimiento leve esto sucederá en 2045, cuando la población de 
15 a 64 años alcanzará el 67% de la población total.  
 
Por otro lado, los países con un nivel de envejecimiento moderado presentan una 
reducción de la demanda de cuidados desde 1970, que se prolongaría hasta 2025 
para luego volver a aumentar. En 2025, la demanda de cuidados de los niños y las 
niñas menores de 15 años representará el 36.2%, mientras la demanda de cuidados 
de las personas mayores de 65 años representará el 16.3%. La concentración de la 
carga de cuidados en los niños de 0 a 15 años se revertiría para dar paso a un 
incremento del cuidado de las personas de 65 años y más a partir de 2045. 
 
El análisis demográfico desde la perspectiva de los cuidados debe completarse con 
estudios que describan además el contexto social, incluidos los aspectos 
migratorios. Las mujeres migrantes se han ocupado tradicionalmente del cuidado y 
lo siguen haciendo, tanto en el ámbito doméstico como en los sectores de la salud 
y los servicios. Con el aumento de la migración regional se ha compensado la falta 
de personas en edad productiva en los países con población envejecida y se ha 
moderado la descompensación de los equilibrios demográficos intergeneracionales. 
 
Un aspecto que también aborda este capítulo es el de las mujeres trabajadoras. En 
relación con ellas refiere que, a pesar del aumento en la tasa de participación laboral 
de las mujeres, la proporción de su ingreso en el total de los hogares continúa siendo 
baja. Al analizar los ingresos laborales, se constata que las mujeres perciben 
únicamente el 35.5% del ingreso laboral de los hogares. Se trata de una situación 
generalizada, pues la proporción de los ingresos de los hombres en los hogares 
excede la de las mujeres en todos los quintiles. Sin embargo, se observa que la 
desigualdad en la distribución de los ingresos entre hombres y mujeres es aún 
mayor en los hogares más pobres. Lo anterior, muestra que la inserción laboral de 
las mujeres no tuvo lugar en igualdad de condiciones y que, al percibir ingresos más 
bajos, las mujeres tienen menos poder de negociación dentro de los hogares. En 
muchos casos, esa desigualdad incide en la distribución de las tareas no 
remuneradas y redunda en un tiempo total de trabajo remunerado y no remunerado 
mayor para ellas. 
 
La falta de ingresos y la falta de tiempo se entrecruzan y se potencian. Las mujeres 
sin ingresos propios no pueden contratar en el mercado servicios que alivianen la 
carga de trabajo no remunerado y, a su vez, la sobrecarga de trabajo no remunerado 
constituye una barrera a la participación de las mujeres en actividades que les 
permitan generar ingresos propios. La diferencia entre el tiempo de trabajo no 
remunerado que dedican las mujeres con y sin ingresos propios varía entre 3 y 11 
horas más por semana que los hombres en 12 países de la región. En 
consecuencia, las mujeres no solo están sobrerrepresentadas en los índices de 
pobreza medida por ingresos, sino que también sufren pobreza de tiempo. 
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El apartado también subraya que la reducción de las tasas de pobreza en la región 
coincidió además con la disminución de las unidades de cuidado a cargo de la 
población en edad de trabajar y el aumento de la participación laboral de las mujeres 
y el ingreso total de los hogares. Durante la pandemia de COVID-19, las mayores 
cargas de cuidado incidieron negativamente en el empleo femenino. Ante esta 
situación es necesario formular políticas que protejan el empleo y los ingresos de 
las mujeres y, al mismo tiempo, promuevan la corresponsabilidad en la provisión de 
cuidados.  
 
Más adelante detalla que la evolución del modo de vida, los factores ambientales y 
económicos y los patrones de producción y consumo repercuten en las tendencias 
epidemiológicas. El estado de salud de la población y la naturaleza de las 
enfermedades determinan la necesidad, la intensidad y la complejidad de la 
prestación de cuidados en las instituciones sanitarias, pero también fuera de ellas. 
En los años recientes, el incremento de la esperanza de vida y la carga de 
enfermedades transmisibles y no transmisibles ha determinado la intensificación de 
la demanda de cuidados y la necesidad de adaptar los sistemas de salud a las 
nuevas circunstancias. 
 
Igualmente, en el tema de salud y el vínculo que guarda con la necesidad de brindar 
cuidados, el capítulo indica que la mayor parte de los sistemas de salud se centra 
en el tratamiento de las enfermedades y desaprovecha los beneficios que tendrían 
la promoción y el mantenimiento de la salud y el bienestar y la prevención de 
enfermedades, especialmente teniendo en cuenta el envejecimiento de la 
población, los cambios epidemiológicos y la necesidad de llegar a las personas más 
vulnerables o con mayores dificultades de acceso, que suelen quedar atrás. Para 
mejorar los resultados de salud de manera eficiente deberían adoptarse en mayor 
medida el enfoque de atención primaria de la salud y la promoción de la salud 
basada en la comunidad. 
 
Por último, el apartado resalta que la imbricación de factores demográficos, 
económicos y epidemiológicos modifica la oferta y la demanda de cuidados y las 
políticas públicas sociales y económicas. Al mismo tiempo, evidencia la necesidad 
de combinar información proveniente de distintos ámbitos para abordar la 
complejidad y la continuidad de los cuidados que, como se ha visto, no solo se 
proporcionan dentro de los hogares. Los rápidos cambios en las tendencias, las 
situaciones de emergencia y las diversas crisis que atraviesa la región modifican la 
carga de cuidados, pero también la posibilidad de proporcionarlos. Se necesita una 
mirada a corto y largo plazo para anticiparse a los cambios, a fin de evitar la 
profundización de las desigualdades y los nudos estructurales de la desigualdad de 
género. 
 

B. Secuelas y lecciones aprendidas de la crisis del COVID-19 
 
En este apartado se plantea que las fallas estructurales de los sistemas de salud y 
la desigualdad histórica que caracterizan a América Latina y el Caribe la han hecho 
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especialmente vulnerable a los efectos de la pandemia, al dificultar el control de la 
crisis sanitaria y provocar un profundo impacto en las economías nacionales, los 
mercados laborales y el bienestar general de la población.   
 
Se asevera que la población de América Latina y el Caribe ha sido una de las más 
afectadas a nivel mundial en materia de salud. A tal grado que se calcula que al 
menos 1,698,144 personas perdieron la vida a causa del COVID-19. Además, más 
de 26 millones de personas perdieron el empleo en 2020 y una cantidad similar se 
vio obligada a adaptar su rutina a las nuevas modalidades de trabajo. El aumento 
del trabajo doméstico y de cuidados dentro de los hogares como consecuencia del 
cierre de las instituciones educativas y el colapso de las instituciones sanitarias 
provocó una salida masiva de las mujeres del mercado laboral. Asimismo, el 
aumento de la participación laboral de las mujeres se interrumpió bruscamente 
después de al menos 20 años de tendencia creciente y se produjo un retroceso de 
18 años en el primer año de la pandemia.  
 

En el sector educativo la pandemia de COVID-19 tuvo importantes repercusiones, 
pues la suspensión de las clases presenciales para evitar la propagación del virus 
llevó a la mayor parte de los establecimientos de la región a implementar diversas 
modalidades de educación a distancia. Esta medida sanitaria afectó el desarrollo de 
la enseñanza en la región, al generar presión sobre la educación pública e 
intensificar la desigual organización social de los cuidados.  
 
También la pandemia evidenció que los centros educativos no solo son espacios de 
formación, sino también lugares fundamentales para la prestación de otros servicios 
que forman parte de las necesidades básicas de la vida y del continuo de los 
cuidados. Uno de los principales efectos de la transformación del sistema educativo 
durante la pandemia fue que los hogares y las comunidades tuvieron que asumir 
mayores volúmenes de trabajo de cuidado para cubrir las necesidades de apoyo 
educativo de niños, niñas y adolescentes, tareas que sobrecargaron en particular el 
tiempo de las mujeres.  
 
El documento alerta que la crisis dejó al descubierto la relación entre las 
dimensiones sanitaria, económica y social y evidenció la incapacidad de los 
sistemas de salud para responder simultáneamente a las amenazas de la pandemia 
y a las derivadas de las enfermedades no transmisibles, cuya prevalencia 
incrementó los riesgos de enfermedad grave y muerte por el COVID-19 entre las 
personas que tienen este tipo de patologías. En prospectiva, el capítulo contempla 
que las secuelas del virus del COVID-19 y los riesgos que pueden manifestarse en 
el mediano y largo plazo en forma de epidemias requieren reconceptualizar las 
demandas relativas al cuidado de la salud de las personas.  
 

En la crisis sanitaria, se evidenció más que nunca el papel social y el carácter 
esencial de los trabajadores y las trabajadoras de la salud y la mayor participación 
de las mujeres en la primera línea de respuesta. Debido al alto riesgo de contagio 
(tanto personal como de familiares o personas cercanas) y a la sobrecarga laboral 
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y emocional, la salud física y mental de las trabajadoras y los trabajadores de la 
salud resultó más afectada que la de la población en general. Trabajar en la primera 
línea de acción contra el virus implicó que las trabajadoras de la salud fueran las 
más afectadas en términos de exposición al contagio y aumento de las jornadas 
laborales, situación agravada por la poca disponibilidad de equipos de protección, 
el limitado acceso a pruebas preventivas, la falta de personal y la saturación de los 
establecimientos sanitarios. 
 
En lo relativo a la sobrecarga de trabajo el apartado explica que la pandemia 
también puso en evidencia las dobles o triples funciones de cuidado que las 
trabajadoras de la salud tuvieron que asumir. Cuando los establecimientos 
educativos y de cuidados entraron en cuarentena, el personal de la salud tuvo que 
hacer frente a jornadas de trabajo más largas y a una mayor carga de cuidados 
dentro de los hogares. Muchas trabajadoras de este sector aportan el principal 
ingreso de sus hogares y, al mismo tiempo, son las principales cuidadoras dentro 
de ellos. 
 
Una de las características que se resaltan en el ámbito de la salud en la región de 
interés de la CEPAL es que el gasto público en este sector sigue estando muy por 
debajo del 6% del PIB recomendado por la Organización Panamericana de la Salud 
(OPS), pues en 2018 alcanzaba apenas el 2.2% en América Latina y el 3.3% en 
el Caribe. En relación con otras regiones del mundo, se observa que los países con 
sistemas de salud universales y fuertes son los que pudieron responder mejor a la 
crisis. En cambio, los sistemas sanitarios con bajo presupuesto, infraestructura 
limitada y baja capacidad de respuesta se vieron sobrepasados y delegaron el 
exceso de trabajo en el personal de salud y, en mayor medida, en la primera línea 
de respuesta, formada sobre todo por mujeres.  
 
Finalmente, el apartado expone que los cuidados se brindan en ámbitos diversos y 
que existe una continuidad entre las actividades que se llevan a cabo en el hogar y 
en las instituciones educativas y sanitarias, así como en el ámbito laboral. Para que 
la disponibilidad de tiempo para cuidar y el derecho al cuidado no se conviertan en 
un nuevo diferenciador social y en el privilegio del siglo XXI, se necesitan políticas 
urgentes y coordinadas en todos los sectores vinculados con el cuidado y una mayor 
acción del Estado como garante del derecho al cuidado de las generaciones 
actuales y futuras.  
 
Capítulo IV. El mercado laboral y los cuidados 
 
El documento enfatiza que el modelo de desarrollo actual se caracteriza por la 
desvalorización y feminización del trabajo doméstico y de cuidados, tanto cuando 
se realiza a cambio de un salario como cuando se lleva a cabo de manera no 
remunerada, en general dentro de los hogares. Es por eso que, si bien en el primer 
caso tiene un impacto positivo en la autonomía económica de las mujeres, en los 
mercados laborales se han reproducido las desigualdades presentes en el ámbito 
doméstico. 
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El mercado laboral es el espacio en el que se genera la mayor parte de los ingresos 
monetarios de los hogares de la región. Sin embargo, si no se evita que se 
reproduzcan allí los estereotipos y sesgos de género, se convierte en el ámbito en 
el que se propagan las desigualdades que luego afectan la distribución de los 
ingresos (CEPAL, 2014b). También es un eje central alrededor del cual las personas 
articulan su tiempo. La persistente y rígida división sexual del trabajo y la injusta 
organización social de los cuidados, que se expresan en la feminización del trabajo 
de cuidados y la sobrecarga de trabajo no remunerado de las mujeres, operan 
además como una importante barrera para su plena participación en él. 
 
La pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19) reveló que, a pesar de su 
invisibilización y de su escaso reconocimiento social y monetario, el trabajo 
doméstico y de cuidados es esencial. Sin el cuidado de las personas, no hay 
economía posible (CEPAL, 2022a) ni reproducción social de la vida. 
 

A. Un modelo basado en el tiempo de las mujeres 
 
La publicación resalta que la visibilización del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado no solo tiene el objetivo de destacar la importancia social y económica 
de este trabajo esencial para la vida sino también de evidenciar las consecuencias 
de su injusta distribución y la necesidad de modificarla.  
 
Si el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado que realizan los hogares se 
cubriera exclusivamente con jornadas laborales estándar (para el ejercicio se 
asumen jornadas laborales equivalentes al promedio de la jornada laboral en el 
sector de los servicios), la cantidad de personas necesarias para realizar este 
trabajo equivaldría al 84% de la población actualmente ocupada. En otras palabras, 
se necesitarían 199 millones de puestos de trabajo de tiempo completo para cubrir 
el trabajo doméstico y de cuidados actualmente no remunerado en la región, una 
solución imposible, tanto en términos monetarios como de disponibilidad de 
personas. En todos los países, más del 70% de este trabajo recae en las mujeres. 
 

1. Mercado laboral y tiempo para cuidar 
 
La población cuidadora coincide, en gran medida, con la población en edad de 
trabajar en el mercado laboral y necesita distribuir su tiempo entre el trabajo 
remunerado y el trabajo no remunerado. La desigual distribución del tiempo 
destinado al cuidado no remunerado de la familia entre hombres y mujeres 
constituye la principal barrera para la plena inserción de las mujeres en el mercado 
laboral e incide directamente en la desigualdad de género que se evidencia en la 
mayoría de los indicadores laborales. La configuración actual del mercado de 
trabajo se asienta en dimensiones de carácter institucional, normativo y cultural que 
se entrelazan e impiden avanzar hacia la igualdad de género. 
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a) Dimensión institucional: el mercado laboral como institución que 
estructura la vida de las personas 
 

El mercado laboral sigue estructurándose conforme a un modelo que supone que la 
persona trabajadora tiene disponibilidad total de tiempo para realizar actividades 
vinculadas con el mercado de trabajo y desconoce las necesidades de cuidado de 
la población. Se espera que las personas trabajen muchas horas, incluso más allá 
de la jornada laboral, y estén a disposición en el momento y el lugar en que se las 
necesite. Las personas que cumplen con estos requisitos tienen más probabilidades 
de continuar su formación, lograr mejores salarios, desarrollar su trayectoria laboral 
y acceder a una pensión digna. 
 
Para quienes tienen responsabilidades de cuidado, la incorporación a un mercado 
laboral que naturaliza la separación entre el trabajo para el mercado y el trabajo 
para el cuidado y asigna casi exclusivamente a las mujeres las tareas vinculadas al 
segundo, es muy compleja. A diferencia de los hombres, muchas mujeres enfrentan 
la disyuntiva de limitar sus ingresos —y por lo tanto su autonomía económica— o el 
desarrollo de su carrera (por ejemplo, al aceptar trabajos de tiempo parcial o con 
pocas responsabilidades) y postergan e incluso renuncian a la maternidad debido a 
la imposibilidad de conciliar el trabajo remunerado con el trabajo de cuidado. 
 
Este modelo, que segrega a las mujeres, sigue vigente en la cultura organizacional 
de muchas empresas y organizaciones, que esperan que sus trabajadoras y 
trabajadores remunerados muestren una disposición total con respecto a las tareas 
para el mercado (Minnotte y Minnotte, 2021).  
 
En una región donde la informalidad está muy extendida y el pluriempleo es una 
estrategia aplicada por muchas familias a fin de aumentar los ingresos y lograr un 
nivel mínimo de subsistencia, las largas jornadas laborales (a las que se suma el 
tiempo necesario para los traslados) dejan poco tiempo disponible para dedicar al 
cuidado. Esta situación provoca una desigualdad particular: mientras los hogares 
de mayores ingresos pueden “externalizar los cuidados” mediante la contratación 
de estos servicios en el mercado, de manera que sus miembros pueden mantener 
el empleo y al mismo tiempo los cuidados, muchas mujeres de hogares pobres no 
tienen esta opción.  
 
En América Latina, tanto las jornadas máximas legales como las jornadas reales 
son muy largas y una gran proporción de hombres y mujeres trabajadoras supera el 
límite máximo legal. La mayor diferencia en la asignación de tiempo corresponde al 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, al que las mujeres dedican entre 
6.3 y 29.5 horas más por semana que los hombres. Esto hace que, en todos los 
países y todos los grupos de edad, la carga total de trabajo de las mujeres sea 
superior a la de los hombres. 
 
Como consecuencia de la pandemia de COVID-19, las personas que adoptaron la 
modalidad de teletrabajo debieron modificar sus rutinas. En algunos casos, esto 
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supuso un aumento de la intensidad laboral a causa de la conexión constante y la 
falta de espacio y equipos adecuados. El límite difuso entre la jornada laboral y el 
tiempo dedicado al ámbito doméstico afectó especialmente a las mujeres, en 
quienes recayó la mayor parte de las tareas de cuidado. 
 

b) Dimensión normativa 
 

El mayor reconocimiento de los derechos civiles de las mujeres estuvo acompañado 
por su progresiva incorporación al mundo laboral y por un cambio de enfoque que 
favoreció el establecimiento de normas nacionales e internacionales para garantizar 
la no discriminación y la igualdad. Sin embargo, esta normativa tendió a seguir 
asignando a las mujeres la mayor parte de los derechos (y por consiguiente, las 
obligaciones) con respecto al cuidado de los hijos y las hijas, limitando la 
responsabilidad de los hombres y naturalizando de esta manera el cuidado como 
una tarea femenina.  
 
El sistema de licencias debe asegurar que los ingresos de las mujeres no se 
reduzcan al hacer uso de la licencia de maternidad, evitando que resulten 
penalizadas por ese motivo. El derecho a amamantar y trabajar de forma 
remunerada está incorporado en la normativa internacional sobre protección de la 
maternidad desde la adopción del Convenio sobre la Protección de la 
Maternidad, 1919 (núm. 3) (CIP-CI/UNICEF, 2020). El artículo 10 del Convenio 
sobre la Protección de la Maternidad, 2000 (núm. 183), adoptado en 2000, 
establece que las mujeres trabajadoras tienen derecho a la reducción de la jornada 
laboral o a uno o más recesos diarios para la lactancia, que deben contabilizarse 
como tiempo de trabajo y remunerarse en consecuencia.  
 
Un elemento central de la protección de la maternidad es la protección del empleo 
y la garantía de no discriminación por motivos relacionados con la maternidad, tanto 
durante el embarazo como al retornar al trabajo una vez finalizada la licencia de 
maternidad. El cuidado de los hijos y las hijas debería poder ser desempeñado 
indistintamente por los padres o las madres. Sin embargo, a los hombres se les ha 
asignado históricamente un lugar secundario y solo en los últimos años se comenzó 
a incorporar en la región la licencia de paternidad como política de Estado. 
 
Otra característica de los sistemas de licencias en la región es que se concentran 
en el período vinculado con el nacimiento, dejando sin protección a las trabajadoras 
y los trabajadores responsables del cuidado de personas mayores a su cargo. Otro 
tipo de derechos, como las licencias para el cuidado de hijas e hijos enfermos o el 
acceso a centros de cuidado una vez finalizada la licencia de maternidad, 
generalmente se otorgan solo a las mujeres.  
 
Una vez finalizado el período de licencia de maternidad, paternidad o parental, en 
caso de que exista, se plantea la necesidad de definir una estrategia para el cuidado 
de los hijos y las hijas, muchas familias recurren a arreglos informales con el apoyo 
de familiares, generalmente otras mujeres, mientras aquellas de mayores ingresos 
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contratan los servicios de trabajadoras domésticas remuneradas o centros de 
cuidado provistos por el mercado. 
 

c) Dimensión cultural 
 
El peso de los papeles tradicionales de género en los cuidados es todavía muy 
fuerte en la mayoría de los países de la región y se ha señalado como uno de los 
nudos estructurales de la desigualdad de género (CEPAL, 2019). A pesar de los 
cambios observados en las últimas décadas, especialmente debido al ingreso de 
las mujeres en el mercado laboral y a sus crecientes niveles de formación y mayores 
logros educativos con respecto a los hombres en la mayoría de los países, la idea 
de que las mujeres son mejores cuidadoras de la familia y los hombres son mejores 
proveedores económicos del hogar sigue presente en el imaginario colectivo. 
 
La transformación de las normas sociales en el ámbito doméstico es lenta y aunque 
se reconoce como socialmente aceptable que las mujeres tengan un trabajo 
remunerado, aún persisten los prejuicios por los que se espera que nunca 
abandonen sus actividades de cuidado de los miembros de la familia. En la región 
perduran algunos patrones culturales que continúan asignando mayor 
responsabilidad a las mujeres en relación con los cuidados. Además, persiste una 
cultura “familiarista”, que no reconoce responsabilidades de cuidado en otros 
actores más allá de las familias, como por ejemplo el sector privado. Mientras el 
trabajador ideal siga siendo aquel que no tiene responsabilidades de cuidado y los 
cuidados sigan considerándose responsabilidades exclusivas de las familias, sin 
que el sector privado deba asumir ningún costo, no será posible avanzar hacia la 
igualdad sustantiva. 
 
El traslado de muchas actividades de cuidado a los hogares como consecuencia de 
la pandemia de COVID-19 determinó un aumento de la carga de trabajo no 
remunerado e incluso de la participación de los hombres en las tareas de cuidado. 
Los estudios realizados por ONU-Mujeres en 47 países concluyeron que, debido a 
las medidas de confinamiento impuestas por el COVID-19, un 56% de las mujeres 
y un 51% de los hombres experimentaron un aumento de la cantidad de tiempo 
dedicado al trabajo de cuidado (ONU-Mujeres, 2020). Esto indica que, si bien los 
hombres realizaron más trabajo de cuidado en el período de referencia que en 
cualquier otro momento de la historia reciente, las brechas de género no se 
redujeron, lo que demuestra el carácter persistente de los sesgos culturales. 
 

B. Cuidar a quienes cuidan de forma remunerada 
 
En esta sección, el informe explica que las personas que trabajan en sectores y 
ocupaciones vinculadas con los cuidados comparten algunas características: 
además de ser en su mayoría mujeres, realizan trabajos que requieren 
conocimientos y habilidades que no siempre se valoran. A pesar de que las mujeres 
representan el 72.6%, el 69.6% y el 90.7% de la población ocupada en los sectores 
de la salud, la educación y el trabajo doméstico remunerado, respectivamente, están 
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subrepresentadas en los cargos directivos. La desigualdad es aún mayor cuando 
se adopta un enfoque interseccional. Las mujeres afrodescendientes e indígenas 
son las que tienen los salarios más bajos. 
 

1. Situación de las trabajadoras domésticas remuneradas 
 
La mayor parte del trabajo doméstico y de cuidados en los hogares es 
responsabilidad de dos grupos de mujeres. El primero está conformado por las 
mujeres que asumen dichas labores como actividad principal sin remuneración 
dentro de sus propios hogares, mientras el segundo corresponde a las trabajadoras 
domésticas remuneradas, que llevan a cabo dichas labores para terceros, 
particularmente en hogares de ingresos medios y altos. 
 
El trabajo doméstico remunerado es una importante fuente de empleo para entre 11 
y 18 millones de personas en América Latina y el Caribe (ONU-Mujeres/OIT/CEPAL, 
2020). Se trata de un sector tradicionalmente feminizado, en el que 9 de cada 10 
personas trabajadoras son mujeres. En éste se evidencia el cruce de las 
desigualdades de género (casi la totalidad de las tareas domésticas y de cuidados 
se asigna a las mujeres), socioeconómicas (se registran salarios bajos y altas tasas 
de pobreza entre las trabajadoras) y étnico-raciales (se reproducen las relaciones 
históricas de servidumbre). 
 
El sector del trabajo doméstico remunerado es uno de los más perjudicados por los 
efectos de la pandemia de COVID-19 desde inicios de 2020. La situación de 
inseguridad laboral de las trabajadoras domésticas remuneradas de América Latina 
y el Caribe es 20 puntos porcentuales más alta que el promedio mundial (49%) (OIT, 
2020a). Un elemento crucial para la protección de las trabajadoras domésticas 
remuneradas de las prácticas abusivas es la celebración de un contrato escrito. En 
el artículo 7 del Convenio sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, 
2011 (núm. 189) se establecen las medidas que los Estados deben adoptar para 
que “los trabajadores domésticos sean informados sobre sus condiciones de 
empleo de forma adecuada, verificable y fácilmente comprensible, de preferencia, 
cuando sea posible, mediante contratos escritos” (OIT, 2011). A pesar de que en la 
mayoría de los países de la región se prevé la afiliación obligatoria a la seguridad 
social para las trabajadoras domésticas remuneradas, la cobertura es baja (con 
pocas excepciones). Solo el 24.6% de las trabajadoras domésticas remuneradas 
está afiliada a la seguridad social. 
 

2. La continuidad del cuidado de la salud 
 
En la región, los hogares deben proporcionar una parte importante de los cuidados 
de salud que necesitan las personas para su recuperación en caso de enfermedad 
o accidente. Los hogares de mayores ingresos tienden a contratar personal 
especializado a domicilio, mientras los hogares de menores ingresos buscan entre 
sus miembros o redes de apoyo personas que puedan adaptar sus horarios para 
apoyar con estos cuidados de forma no remunerada. En general, las mujeres 
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(jóvenes, estudiantes, con trabajos informales o mujeres mayores fuera del mercado 
laboral) se ocupan en mayor medida de las labores de cuidado dentro del hogar 
para que quienes tienen una ocupación remunerada no deban ausentarse y 
disminuir los ingresos monetarios del hogar. Se estima que la contribución de las 
mujeres al cuidado de la salud representaría cerca del 5% del PIB mundial, pero 
que casi la mitad del trabajo contabilizado no se remunera ni se reconoce (OIT, 
2017). 
 
El sector de la salud se caracteriza por una gran heterogeneidad de la fuerza de 
trabajo y una marcada segregación ocupacional, que demuestran la existencia y la 
persistencia de las brechas de género. En 2020, el 7.5% de las mujeres ocupadas 
se concentraba en este sector sumamente feminizado, en el que el 72.6% de las 
personas ocupadas son mujeres y se registra una brecha salarial del 39.2% con 
respecto a los hombres, la más alta entre los sectores remunerados de la economía 
del cuidado. 
 
Las tendencias en América Latina y el Caribe en torno al trabajo en cuidados 
sanitarios a domicilio es difusa, pese a que los índices de formalización siguen 
estando sobre el 80% para la mayoría de las ocupaciones dentro del sector. Dado 
que el trabajo informal de cuidado de la salud adopta diversas modalidades y 
comprende la prestación de diversos servicios, es difícil establecer criterios claros 
para identificar la fuerza de trabajo dedicada a estas actividades (OIT, 2020b). 
 

3. Condiciones laborales en el sector de la educación 
 
En el caso de los servicios preescolares y de educación primaria, los centros 
educativos son responsables de cubrir una gran parte de la demanda de cuidados 
de los niños y las niñas durante la jornada, mientras en los niveles secundario y 
terciario la intensidad de este tipo de cuidados disminuye y se procura sobre todo 
brindar espacios seguros para el aprendizaje. Para asegurar el derecho a la 
educación, los Estados tienen el deber de proporcionar una oferta amplia, diversa y 
de acceso universal. A nivel regional, el porcentaje de niñas y niños de 7 a 12 años 
(edad que en la mayoría de los países de la región corresponde a la educación 
primaria) que asistían a centros educativos alcanzaba, en promedio, el 97.8% en 
2020 (CEPAL, 2022b). Cuando los niños y las niñas asisten a centros educativos o 
de estimulación oportuna, se reduce significativamente el tiempo que las mujeres 
dedican a los cuidados. 
 
El sector de la educación emplea al 9.7% de las mujeres ocupadas en la región y 
es uno de los sectores más feminizados del mercado laboral, pues las mujeres 
representan el 69.2% de la población empleada (CEPAL, 2022a). Sin embargo, se 
trata de un sector heterogéneo, caracterizado por una marcada segmentación 
ocupacional. La mayor feminización del trabajo en la educación es una 
característica de los niveles preescolar y primario de la enseñanza, que justamente 
conllevan labores de cuidado directo más intensas por parte de las educadoras y 
los educadores. Mientras en los niveles primario y preescolar el 83.4% del cuerpo 
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docente está constituido por mujeres, esa proporción disminuye al 58.8% en el nivel 
secundario. En el nivel de educación terciario la composición se invierte: la mayor 
parte de la población docente está constituida por hombres y las mujeres 
representan el 45.1% del empleo. 
 
A pesar de las numerosas exigencias y la preparación profesional que se requiere 
del cuerpo docente, estos niveles se caracterizan por las remuneraciones más bajas 
del sector. En efecto, el salario por hora del personal de enseñanza preescolar y 
primaria representa el 79.2% de la remuneración promedio del profesorado en la 
enseñanza secundaria y el 48.9% del salario por hora en la enseñanza terciaria. A 
diferencia de la enseñanza primaria y preescolar, el nivel de educación secundaria 
representa una proporción mucho más pequeña del empleo femenino en la 
educación (16.3%) y emplea a la mayor parte de los hombres ocupados en el sector 
(29.7%). En este nivel se registra la brecha salarial de género más amplia del sector 
de la educación, pues las mujeres perciben el 82.1% del salario por hora de los 
hombres. 
 
El nivel superior de enseñanza tiene menos relación con el cuidado directo de las 
personas y se diferencia de los demás niveles del sector en términos de 
participación de las mujeres, nivel de salarios y tipo de establecimiento (público o 
privado). Mientras en este nivel se ocupa solo el 6.0% de las mujeres, esta 
proporción llega al 19.2% en el caso de los hombres. Asimismo, es el nivel en el 
que se perciben los mayores salarios del sector de la educación, lo que demuestra 
que la valoración social de la profesión es mucho mayor si la enseñanza se 
desempeña desde posiciones académicas.  
 
Capítulo V. Los desafíos macroeconómicos y mundiales para una sociedad 
del cuidado 
 
En la introducción de este capítulo V se describe el contexto económico y político 
actual enmarcado por los efectos de la pandemia COVID-19 y la guerra entre Rusia 
y Ucrania. De forma particular, se menciona que el aumento del costo de la vida 
tiene una mayor incidencia en las mujeres, quienes se encuentran en gran 
desventaja por sus condiciones de pobreza, falta de trabajo y menor salario.  
 
Se destaca que en la crisis actual se produjo un descenso de la participación de las 
mujeres debido al confinamiento, el cierre de las escuelas y de instituciones de 
cuidados, así como la contracción en sectores con alta participación femenina, como 
el turismo. Por ello, se enfatiza que uno de los retos es incorporar un enfoque de 
género en las políticas macroeconómicas, comerciales y de desarrollo, 
reconociendo y redistribuyendo los cuidados.  
 
El capítulo V se divide en dos apartados donde se presentan algunos desafíos 
relacionados con la dinámica macroeconómica y comercial (apartado A), y de la 
política fiscal (apartado B) para impulsar procesos de recuperación con igualdad de 
género en el corto plazo y transitar hacia una sociedad del cuidado en la región.  
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A. Los vínculos del comercio internacional, la estructura productiva y la 

autonomía económica de las mujeres en un contexto incierto 
 
En este apartado se menciona que las desigualdades de género pueden afectar el 
desempeño comercial de los países debido a la inserción de las mujeres en 
condiciones desiguales en los mercados laborales, ya sea porque reciben salarios 
menores que los hombres o por las condicionantes que les impone la segregación 
laboral de género. Por ejemplo, en el caso de las mujeres empresarias al tener un 
acceso desigual a los recursos productivos, financieros, y tecnológicos disminuyen 
sus oportunidades en el comercio internacional.  
 
Asimismo, se resalta que la mayor precariedad de las mujeres en el mercado laboral 
es consecuencia de la interacción entre la injusta organización social del cuidado y 
la división sexual del trabajo. Por ello, es necesario identificar las tensiones entre 
trabajo remunerado y no remunerado en el empleo exportador para que el comercio 
internacional pueda contribuir a la igualdad de género. 
 
A la par, se puntualiza que en países como Chile y Uruguay algunos organismos de 
promoción comercial identificaron que la sobrecarga de trabajo no remunerado y de 
cuidados que enfrentan las mujeres empresarias y emprendedoras constituye un 
obstáculo para su participación en el comercio internacional.  
 
Referente a la participación de las mujeres en el ámbito del comercio internacional, 
se reveló que la generación de empleos para las mujeres en Centroamérica es 
relativamente mayor que en América del Sur; 2 de cada 10 mujeres se ocupan en 
empleos asociados a las exportaciones en la subregión. Honduras (28.3%) y 
Panamá (27.3%) son los países de la subregión que muestran mayores porcentajes 
de empleo femenino asociado al sector exportador. 
 
En este apartado se confirma que los países de América de Sur con exportaciones 
intensivas en materias primas y en manufacturas basadas en recursos naturales, el 
empleo asociado a las exportaciones representaba el 9.7% del empleo total de las 
mujeres y el 13.1% del empleo total de los hombres en 2018.  
 
Así también, se observó que algunos de los sectores exportadores donde existe una 
mayor presencia de mujeres fueron de los más afectados como consecuencia de la 
pandemia, entre éstos se encuentran: los sectores de textiles y confecciones y las 
actividades de alojamiento y servicios de comida.  
 
En cuanto al nivel de ingresos en los sectores exportadores, y con la información 
disponible para 13 países de América Latina, los sectores altamente exportadores 
a diferencia de los poco exportadores se caracterizan por una presencia menor de 
trabajadoras en empleos de alta calificación (un 7.7% frente a un 27.7%) y cuentan 
con una mayor proporción de trabajadoras en situación de pobreza (un 26.6% frente 
a un 16%).  
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Del mismo modo, se informa que los dos sectores exportadores de bienes que más 
emplean a mujeres corresponden a agricultura y ganadería, textiles y confecciones. 
En estos se presentan mayores déficits en la cobertura de protección social y menor 
participación de las mujeres en puestos de alta calificación.  
 
Igualmente, se menciona que las áreas de ciencia, tecnología, ingeniería y 
matemáticas (CTIM) se han colocado como una vía para enfrentar el cambio 
tecnológico acelerado en el contexto de la pandemia de COVID-19, y que en la 
región la proporción de personas en estas carreras es menor al 30% del total de 
graduados. Se subraya que uno de los principales problemas a nivel regional y 
mundial es la menor participación de las mujeres en estas áreas.  
 
Como parte de las recomendaciones de este apartado se enuncian las siguientes: 
 

• Para que las exportaciones de América Latina y el Caribe puedan contribuir 
a promover la autonomía económica de las mujeres y transitar hacia una 
sociedad del cuidado, es necesario superar la heterogeneidad estructural de 
las economías de la región y cambiar su patrón de inserción comercial. 
 

• Se debe priorizar el impulso de sectores dinamizadores, con mayor valor 
agregado, mayores potencialidades de encadenamientos productivos 
regionales y que contribuyan a generar nuevas y mejores oportunidades de 
trabajo remunerado para las mujeres. 
 

• Avanzar en estrategias de escalamiento en las cadenas regionales y globales 
de valor con plena participación de las mujeres en los eslabones más 
intensivos en conocimiento y en los puestos de mayor jerarquía. 

 
B. Los desafíos estructurales y coyunturales de la política fiscal para la 

igualdad 
 
En el segundo apartado del capítulo V, se abordan los principales retos fiscales en 
la región, como los bajos niveles de recaudación, los altos niveles de evasión fiscal, 
y las estructuras tributarias regresivas. Cabe mencionar que, en 2019, antes de la 
pandemia de COVID-19, la carga tributaria promedio en América Latina y el Caribe 
se situaba en 10.7 puntos porcentuales del PIB por debajo del promedio de los 
países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
 
Lo anterior tiene repercusiones en la falta de financiamiento adecuado para hacer 
frente a la demanda creciente de cuidados y a la profundización de las 
desigualdades de género, así como para cumplir con la aplicación de los 
compromisos de la Agenda Regional de Género y de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible. En ese sentido, cobra importancia el fortalecimiento de la 
cooperación regional para combatir la evasión fiscal y los flujos financieros ilícitos a 
fin de contar con más recursos para las políticas de igualdad de género. 
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De la misma forma, se enfatiza que, en el contexto de la pandemia, algunos países 
incluyeron la flexibilización de requisitos para el acceso al seguro de desempleo, 
por ejemplo, la extensión del apoyo a las personas desempleadas y a quienes 
trabajaban por cuenta propia. Además, se identificó que en Chile y el Ecuador, la 
mayoría de los destinatarios de estos seguros hasta 2020 habían sido hombres. 
Probablemente esto se debió a una menor participación laboral de las mujeres, una 
mayor informalidad y subrepresentación en el trabajo asalariado. 
 
Acerca del tema del gasto público, el informe de la CEPAL revela que, en 2020, el 
gasto público alcanzó niveles históricamente altos en la región, lo que aminoró el 
efecto de la crisis social y económica. El gasto total de los gobiernos centrales de 
América Latina se expandió del 21.4% del PIB en 2019 al 24.6% del PIB en 2020. 
La mayor parte del aumento del gasto primario corriente en América Latina 
correspondió a subsidios y transferencias corrientes. 
 
Por otra parte, habría que considerar que para mitigar la crisis fue significativo el 
papel de la capacidad instalada de protección social, como los programas de 
protección social no contributiva aplicados antes de la pandemia, que brindan 
transferencias monetarias a personas en hogares en situación de pobreza. Los 
países que ya habían invertido recursos en estos programas antes de la pandemia 
pudieron ampliar la cobertura, por ejemplo, con transferencias adicionales para las 
mujeres que se encontraban entre sus destinatarios (Familias en Acción en 
Colombia) o extendiendo la cobertura a nuevos grupos, incluidos trabajadores y 
trabajadoras informales (Argentina y Brasil). 
 
Sobre la recepción de transferencias monetarias de emergencia en el marco de la 
pandemia de COVID-19, se tiene conocimiento de que éstas representaron una 
mayor proporción de los ingresos en el caso de las mujeres que en los hombres. 
Por ejemplo, en Colombia, los programas de protección social implementados o 
ampliados por el gobierno (Ingreso Solidario, Familias en Acción, Jóvenes en Acción 
y Colombia Mayor) tuvieron en mayor parte a las mujeres como beneficiarias.  
 
En este segundo apartado del capítulo V se da a conocer que las mujeres en 
situación de pobreza o en hogares monoparentales, suelen ser las más afectadas 
por la inflación. Al contar con un menor ingreso, dedican una mayor parte de éste al 
consumo. El incremento de los precios de los alimentos también tiene 
consecuencias negativas para algunas mujeres que destinan la mayor parte de sus 
ingresos a las necesidades de cuidado y consumo en los hogares. 
 
Con motivo de las mayores necesidades de financiamiento en América Latina en 
2020 se elevaron los niveles de la deuda pública bruta del gobierno central al 56.3% 
del PIB, en promedio, lo que correspondió a 10.7 puntos porcentuales más que el 
año anterior. Cabe destacar que la región es considerada la más endeudada del 
mundo. El servicio total de la deuda representó el 59% de sus exportaciones de 
bienes y servicios en 2020. 
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A lo anterior se sumó el creciente endeudamiento de las personas, y en particular 
de las mujeres. Previo a la pandemia de COVID-19, en países como México y Perú, 
se identificó que las mujeres se endeudaban en mayor proporción que los hombres 
para pagar gastos de salud y educación (áreas vinculadas a los cuidados). Durante 
la pandemia esta situación se agudizó, por ejemplo, las mujeres solicitaron créditos 
para financiar la adquisición de alimentos. 
 
Finalmente, se aborda la necesidad de valorar la economía del cuidado e invertir en 
ella. Tanto la Agenda Regional de Género, como la Agenda 2030 establecen la 
importancia de reconocer y valorar el trabajo no remunerado, así como elaborar 
instrumentos que posibiliten la medición del uso del tiempo de hombres y mujeres. 
Cerca de 10 países de la región han calculado el aporte monetario de este tipo de 
trabajo, como se muestra en el siguiente gráfico V.5 
 

 
 
Entre los beneficios que se obtendrían al invertir en los sistemas de cuidados 
sobresalen:  
 

• Aliviaría la sobrecarga de las mujeres respecto de los cuidados, al disminuir 
el costo de oportunidad de la participación de las mujeres en el mercado 
laboral. 
 

• Se lograría la generación de puestos de trabajo y la dinamización de otros 
sectores interrelacionados de la economía (como el de las obras públicas). A 
su vez, toda esta mayor actividad económica puede amortizar en parte la 
inversión inicial en la forma de una mayor recaudación fiscal. 

 

• Contribuiría de manera directa al bienestar de las personas, si se regula y 
controla la calidad de los servicios comunitarios, públicos y privados que 
ofrecen cuidados. 
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Capítulo VI. Un cambio de época: El Estado para la sociedad del cuidado 

La pandemia ha revelado las fracturas sistémicas y ha amplificado las 

desigualdades, así como la crisis climática y la pérdida de biodiversidad, provocada 

en gran medida por modelos de consumo y producción insostenibles, los cuales 

están destruyendo los ecosistemas y cambiando la fisonomía del planeta. La crisis 

económica que se vivió a lo largo de la pandemia supuso fuertes caídas en la 

ocupación y deterioros en las condiciones laborales de las mujeres de la región, 

generando un retroceso importante en los avances logrados en materia de 

participación laboral y autonomía.  

La construcción de nuevos pactos políticos, sociales, fiscales y ambientales, con la 

participación de una amplia variedad de actores, emerge como el camino necesario 

para promover mayor bienestar e igualdad. Forjar un contrato social renovado, 

sustentado en políticas de inclusión y protección social y en procesos participativos, 

es una preocupación compartida, expresada en la Agenda 2030 del Desarrollo 

Sostenible, en la Agenda Regional de Género y en las prioridades nacionales e 

internacionales para responder a los impactos de la pandemia de COVID-19. 

La Agenda Regional de Género constituye un elemento central, dirigida a garantizar 

los derechos humanos de las mujeres, evitar retrocesos y avanzar hacia el logro de 

la autonomía de las mujeres y la igualdad sustantiva. Los acuerdos de esta Agenda 

han destacado la importancia del papel del Estado, así como la imprescindible 

coordinación entre sus instituciones. Esta Agenda robusta, integral y ambiciosa, 

ofrece, asimismo, los cimientos para fortalecer el papel de los Estados desde una 

perspectiva feminista. El rol del Estado es central para velar por la calidad de los 

cuidados en todas las esferas. Sin la intervención de los Estados, los costos de los 

bienes y servicios esenciales pueden generar sociedades desiguales.  

La inversión en cuidados no solo permite romper con el círculo de pobreza y 

exclusión, sino que contribuye al bienestar general de la población, disminuye el 

costo de oportunidad de la participación de las mujeres en el mercado laboral y 

promueve su autonomía. A su vez, genera empleo y dinamiza otros sectores de la 

economía (obras públicas y transporte, entre otros), al mismo tiempo que contribuye 

a generar mayores ingresos fiscales. 

Es necesario construir nuevos pactos políticos, sociales, fiscales y ambientales a 

través de la participación de una amplia variedad de actores que permitan transitar 

hacia un nuevo paradigma de desarrollo. En esta línea, es necesario implementar 

políticas y sistemas integrales de cuidado que fortalezcan y complementen los 

actuales sistemas de protección social 

A la hora de implementar políticas de cuidado: 
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1. Es necesario contar con criterios de progresividad para alcanzar la 

universalidad. Cada rango de edad, zona geográfica, condición 

socioeconómica tiene sus necesidades. 

2. La complejidad e integralidad que caracteriza a la temática de los cuidados 

exige una visión intersectorial e interinstitucional para una gestión eficiente 

y articulada.  

3. La política de cuidado debe incidir en la distribución del trabajo de cuidados 

entre hombres y mujeres (corresponsabilidad de género), y entre el Estado, 

el mercado, los hogares y la comunidad (corresponsabilidad social). 

4. Los sistemas de financiamiento de las políticas de cuidado pueden estar 

basados en varios instrumentos o en combinaciones variables entre ellos. 

5. Es necesario reafirmar la importancia de contar con una mirada situada e 

interseccional que considere las características demográficas, sociales, 

económicas, culturales y territoriales en las que las relaciones de cuidado se 

insertan. 

6. La existencia de la igualdad de género en la formulación de políticas públicas 

(nacionales y locales) y el grado de movilización de la sociedad en general, 

y del movimiento feminista en especial, son factores que deben ser 

considerados especialmente en el diseño e implementación de políticas de 

cuidado. 

 

Las políticas de cuidado involucran a una diversidad de actores y esferas de 

intervención pública. Avanzar hacia la sociedad del cuidado requiere también 

impulsar pactos fiscales para, por un lado, ofrecer servicios públicos de calidad que 

garanticen los derechos de las mujeres e implementar sistemas de protección social 

integrales y, por el otro, asegurar la sostenibilidad financiera de las políticas, sin 

embargo, se requieren nuevos acuerdos multilaterales de cooperación. A esto se 

suma el actual escenario macroeconómico, que limita aún más el espacio para llevar 

a cabo políticas. En un escenario con mayor inflación, las mujeres se verán en 

promedio más afectadas al contar con un menor ingreso disponible y destinar una 

alta proporción a cubrir necesidades de cuidado y gastos de consumo en los 

hogares. 

Los cambios tecnológicos se han acelerado en los últimos años y sus efectos se 

han expandido transversalmente en la economía y en la sociedad, con profundas 

implicaciones para la región. Estas dinámicas han abierto oportunidades, pero 

también presentan grandes desafíos para avanzar hacia una sociedad del cuidado 

con igualdad de género. Por un lado, la generación de nuevos empleos para las 

mujeres a través de la transformación, diversificación y creación de nuevas 

actividades económicas se perfila como un área prometedora, sin embargo, todavía 

existen amplias brechas digitales de género.  
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Un ejemplo de esto es la baja participación de mujeres en carreras y profesiones de 

TIC constituye un obstáculo mayor para el crecimiento de la economía digital, que 

presenta un déficit alarmante de profesionales calificados. 

La propuesta parte de considerar que existen actualmente tres requisitos esenciales 

para permitir una participación efectiva en la era digital: 

1. Ampliar la cobertura de la banda ancha fija y mejorar la velocidad de conexión 

en la banda ancha móvil. 

2. Facilitar el acceso a dispositivos como computadoras o tabletas, ya que los 

teléfonos inteligentes pueden presentar limitaciones para el desarrollo de 

algunas actividades. 

3. Facilitar el acceso a capacitaciones para alcanzar un nivel suficiente de 

habilidades digitales, necesarias para readaptarse e insertarse en nuevas 

formas del trabajo remunerado y para hacer un uso efectivo de Internet. 

 

Pese al paulatino aumento de la normativa orientada a garantizar la participación y 

los derechos de las mujeres, persisten estructuras institucionales, sociales y 

culturales que restringen su acceso al ejercicio del poder y a los procesos de 

adopción de decisiones. La división sexual del trabajo y la organización social del 

cuidado, que asigna a las mujeres el rol de responsables primarias del trabajo de 

cuidados, contribuyen a promover la concentración del poder y las relaciones 

jerárquicas de género. Por ello, las políticas de cuidado que se orienten a reconocer, 

redistribuir y reducir el trabajo de cuidado son mecanismos clave en la promoción 

de la democracia paritaria. Sin políticas que promuevan efectivamente una 

corresponsabilidad en el cuidado, las mujeres permanecerán relegadas al ámbito 

de “lo privado”, lo que afecta sus posibilidades reales de participación política, 

económica y su autonomía en la toma de decisiones. 

Si bien los mecanismos de acción afirmativa, como las leyes de cuotas o normas de 

paridad, han sido instrumentos clave para aumentar la participación de las mujeres 

en los espacios de decisión, los sistemas políticos patriarcales continúan 

promoviendo las brechas de género en materia de participación y representación. 

La participación y rol de las mujeres y sus liderazgos en la respuesta a la crisis 

colocan en el centro del debate, hoy más que nunca, la importancia de garantizar 

mecanismos de participación que permitan no solo integrar la amplitud de sus 

perspectivas, necesidades e intereses como elemento clave en la gestión de la 

política pública, sino que además constituyan un eje central en el camino hacia la 

construcción de sociedades más democráticas, participativas, plurales e inclusivas. 

Finalmente, es de suma importancia que los Estados reconozcan a los pueblos 

indígenas a través de sus propias instituciones representativas, a fin de obtener su 

consentimiento libre, previo e informado para adoptar y aplicar medidas legislativas 

o administrativas que puedan afectarles.  
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CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL SISTEMA DE CUIDADOS EN 

MÉXICO 

Nota Informativa13  

 

Actualmente, el trabajo de cuidados en México representa alrededor del 24 % del 

Producto Interno Bruto (PIB) nacional;14 el 73.3 % del trabajo del hogar y de 

cuidados no remunerado es realizado por mujeres, en contraste con el 26.7 % por 

parte de los hombres.15 Asimismo, a mediados de 2020 se estimaba que 

aproximadamente 43 millones de personas requerían de algún tipo de cuidado, 

divididos en 33 millones menores de 15 años y 10 millones mayores de 65 años; 

algunas cifras prevén que esta población incremente a 44 millones para 2025, a 

45.3 millones para 2030 y a 52 millones en 2050.16   

A pesar de que las actividades domésticas y de cuidados son fundamentales para 

la economía del país y beneficia a toda la sociedad, la disparidad en las cargas de 

trabajo sobre esta materia presenta brechas sociales y de género afectando 

desproporcionadamente a las mujeres quienes desempeñan casi en su totalidad 

estas responsabilidades bajo condiciones de precariedad y limitando sus 

aspiraciones de desarrollo personal, profesional y laboral. Los confinamientos 

provocados por la pandemia se sumaron a lo anterior con una sobrecarga de 

actividades para cuidar a los integrantes de la familia por parte de las mujeres.    

Desde 2020 existe un proceso en el país para crear un ordenamiento jurídico que 

establezca un Sistema Nacional de Cuidados con la finalidad de que el Estado 

asegure el derecho al cuidado digno sustentado en el principio de 

corresponsabilidad entre los diversos actores sociales, principalmente el propio 

Estado, las empresas, la familia y la comunidad; reconocer el trabajo no remunerado 

de aquellas mujeres que lo realizan; y redistribuir dicho tipo de actividades.17 

 
13 Elaborada en el Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques del Senado mexicano con 
información citada.  
14 El Economista. ¿Por qué México necesita un Sistema Nacional de Cuidados? 15 de mayo de 2022. 
Consultado el 31 de octubre de 2022, en la URL: https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Por-
que-Mexico-necesita-un-Sistema-Nacional-de-Cuidados-20220515-0002.html 
15 El Economista. Implementar un sistema de cuidados aumentaría 4% el empleo de las mujeres en 
México. 17 de agosto de 2022. Consultado el 31 de octubre de 2022, en la URL: 
https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Implementar-un-sistema-de-cuidados-
aumentaria-4-el-empleo-de-las-mujeres-en-Mexico-20220816-0112.html 
16 Instituto Belisario Domínguez. Trabajo de cuidado no remunerado y propuestas legislativas sobre 
el derecho al cuidado digno. Diciembre de 2020. Consultado el 31 de octubre de 2022, en la URL: 
http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstream/handle/123456789/5074/Mirada%20Legislativa%20N
o.%20195.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
17 Expansión. El sistema de cuidados y la corresponsabilidad social. 7 de julio de 2022. Consultado 
el 31 de octubre de 2022, en la URL: 
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Algunos especialistas apuntan que la implementación de este sistema de cuidados 

generaría efectos positivos, como son:18  

• La creación de espacios especializados para el cuidado, que fortalecen las 

oportunidades de desarrollo y bienestar infantil, personas con 

discapacidades, enfermos o adultos mayores. 

 

• El acceso universal a guarderías, centros educativos y centros de cuidado 

disminuirían la exposición de las personas que requieren estos servicios a 

entornos violentos en el hogar y otros conflictos sociales. 

 

• La reducción de la carga laboral de los hogares en cuidados, con impactos 

positivos en las oportunidades sociales, educativas, laborales y políticas de 

las mujeres, además de que su participación en la toma de decisiones en 

instituciones privadas y públicas tiene efectos económicos con beneficios.  

 

• La generación de un mercado laboral remunerado y con derechos 

garantizados para quienes se dedican y se especializan en estas actividades. 

 

El 18 de noviembre de 2020, la Cámara de Diputados 

aprobó el dictamen que reforma y adiciona los artículos 

4º y 73 de la Constitución Política, en materia de 

Sistema Nacional de Cuidados. El documento señala 

que “toda persona tiene derecho al cuidado digno que 

sustente su vida y le otorgue los elementos materiales y 

simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de toda su 

vida”. Asimismo, se aprobó una reserva para modificar 

la fracción V del apartado C con la finalidad de que “en 

la legislación secundaria deberá cuidarse que con el Sistema Nacional de Cuidados 

no se genere ninguna estructura orgánica nueva, ni compromisos económicos 

adicionales; deberán aprovecharse las instituciones ya existentes de los diversos 

órdenes parciales de Gobierno”.19 

Indica que las personas con prioridad en este sistema serán aquellas que requieran 

cuidados por enfermedad, discapacidad, niñas, niños, adolescentes y personas 

mayores, en condiciones de extrema pobreza, y las que realicen actividades de 

 
https://politica.expansion.mx/voces/2022/07/07/columnainvitada-el-sistema-de-cuidados-y-la-
corresponsabilidad-social 
18 El Economista. ¿Por qué México necesita un Sistema Nacional de Cuidados? Op. cit.  
19 Cámara de Diputados. La Cámara de Diputados aprueba reforma constitucional en materia de 
Sistema Nacional de Cuidados. 18 de noviembre de 2020. Consultado el 31 de octubre de 2022, en 
la URL: https://comunicacionnoticias.diputados.gob.mx/comunicacion/index.php/boletines/la-
camara-de-diputados-aprueba-reforma-constitucional-en-materia-de-sistema-nacional-de-
cuidados#gsc.tab=0 

El Instituto Nacional de las 
Mujeres (INMUJERES) estima 
que la creación de un sistema de 
cuidados para niños menores de 6 
años requiere una inversión del 
1.6 % del PIB, lo cual aumentaría 
la tasa de empleo femenino por lo 
menos en 4 % y un 1.77 % del PIB.  
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cuidados sin remuneración alguna; asimismo, refiere que en todas las acciones del 

Estado se debe cumplir con el principio del interés superior de la niñez. Con dicha 

reforma, se facultó al Congreso mexicano para que expida la Ley General en 

materia del Sistema Nacional de Cuidados.20   

Por su parte, en el Senado mexicano se han presentado dos iniciativas en la 

materia. El 30 de noviembre de 2021, senadoras y senadores de diversos grupos 

parlamentarios presentaron el proyecto de decreto por el que se expide la Ley 

General del Sistema Nacional de Cuidados, con el que se “garantice el acceso y 

disfrute del derecho a los cuidados estableciendo la corresponsabilidad entre 

mujeres, hombres, familias, comunidad, mercado y el Estado”. La iniciativa señala 

que este tipo de servicios serán los que otorguen atención, asistencia y cuidados a 

niñas y niños, adolescentes, personas en situación de dependencia, esto por 

motivos de envejecimiento, discapacidad o enfermedad, además de considerar a 

las personas que cuidan de forma remunerada o no remunerada. Las modalidades 

podrán ser a domicilio, institucionales y residenciales.21  

Plantea que el sistema de cuidados sea la instancia de coordinación entre las 

instituciones correspondientes y cuente con una Junta Nacional de Cuidados, 

encabezada por la Secretaría de Bienestar e integrada por otras secretarías; 

además de una Asamblea Consultiva de carácter honorario con participación del 

sector público, privado y académico. Asimismo, se establecerá el Registro Nacional 

del Sistema Nacional de Cuidados. También, configura las facultades y 

competencias en todos los niveles de gobierno para la creación de mecanismos de 

coordinación y articulación entre ellos.22     

La iniciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Desarrollo y Bienestar Social, 

Para la Igualdad de Género y de Estudios Legislativos, Segunda. 

Por otro lado, el 25 de enero de 2022, la diputada Yolanda de la Torre Valdez y la 

senadora Nuvia Magdalena Mayorga Delgado presentaron un proyecto de decreto 

por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de Cuidados, con el que 

se reglamente “el derecho al cuidado digno que sustente su vida y le otorgue los 

elementos materiales simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de toda su vida, 

así como de cuidar en los términos del artículo 4° constitucional que establece las 

bases y modalidades para el acceso a este derecho y la concurrencia de la 

Federación y las entidades federativas”. La iniciativa fue turnada a las Comisiones 

 
20 Ídem.  
21 Senado de la República. Gaceta: LXV/1PPO-62/121550. 30 de noviembre de 2021. Consultado el 
31 de octubre de 2022, en la URL: 
https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/121550 
22 Ídem.  
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Unidas de Desarrollo y Bienestar Social; Para la Igualdad de Género y de Estudios 

Legislativos, Segunda.23    

En un caso particular, en el artículo 9° de la Constitución Política de la Ciudad de 

México de 2017 se contempla el derecho al cuidado que apunta que “toda persona 

tiene derecho al cuidado que sustente su vida y le otorgue los elementos materiales 

y simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de toda su vida […] El sistema atenderá 

de manera prioritaria a las personas en situación de dependencia por enfermedad, 

discapacidad, ciclo vital, especialmente la infancia y la vejez y a quienes, de manera 

no remunerada, están a cargo de su cuidado”.24 

 

 

 

 
 
 

 
 

  

 
23 Senado de la República. Gaceta: LXV/1PPR-4/123360. 25 de enero de 2022. Consultado el 31 de 
octubre de 2022, en la URL: https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/123360 
24 Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores. Autocuidado y bienestar para personas 
cuidadoras. 3 de junio de 2022. Consultado el 31 de octubre de 2022, en la URL: 
https://www.gob.mx/inapam/articulos/autocuidado-y-bienestar-para-personas-cuidadoras 
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IV. Ficha Técnica de la República 

Argentina 

 

 

 
 

 

  

Brinda información general, incluidos 
aspectos políticos y económicos del país 
sede de la reunión.  
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REPÚBLICA ARGENTINA 
FICHA TÉCNICA 

-Actualizada al 22 de agosto de 2022- 
 
Nombre oficial: República Argentina.   
 
Capital: Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Día Nacional: 25 de mayo. 
 
Población: 45,864,941 habitantes (2021). 
 
Indicadores Sociales (2021): 
 

• Esperanza de vida: 78 años.   

• Tasa de natalidad: 15.8 nacimientos/ 
1,000 habitantes. 

• Tasa de mortalidad: 7.3 
fallecimientos/ 1,000 habitantes. 
  

Idioma: español. 
 
Religión: en el país sudamericano existe la 
libertad de culto, siendo la religión católica la 
más profesada. También se practican otras 
religiones como el protestantismo, el judaísmo, 
el islamismo, la religión ortodoxa griega, la 
ortodoxa rusa, entre otras. 
 
Moneda: peso argentino.   
 
Fuente: CIA Factbook; Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación de España; y ONU. 

 
 

 
 

Superficie Total: 3, 761,274 Km².  

 
Límites territoriales: al norte limita con Bolivia y 
Paraguay; al sur con Chile y el océano Atlántico; al 
este limita con Brasil, Uruguay, y el océano 
Atlántico; y al oeste con Chile. La Antártida 
argentina está comprendida entre los meridianos 
25° y 74° de longitud oeste, al sur del paralelo 60° 
sur. 
 
División administrativa:  23 provincias 
(Catamarca, Santiago del Estero, Río Negro, 
Corrientes, La Rioja, Santa Cruz y Tierra del 
Fuego, Chaco, Mendoza, Antártida e Islas del 
Atlántico Sur, Formosa, San Juan, Córdoba, Jujuy, 
San Luis, Entre Ríos, Misiones, Chubut, Santa Fe, 
Tucumán, La Pampa, Buenos Aires, Salta y 
Neuquén), y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
 
A excepción de Buenos Aires y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, las demás provincias 
firmaron tratados interprovinciales de integración 
conformando cuatro regiones: Región del Norte 
Grande Argentino, Región del Nuevo Cuyo, 
Región Patagónica, y Región Centro.  
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ESTRUCTURA DEL SISTEMA POLÍTICO 

 

Forma de Estado: República Federal.    
 
Poder Ejecutivo: de acuerdo con la Constitución Nacional de Argentina, el Poder 
Ejecutivo recae en la figura del presidente de la Nación Argentina. El presidente y 
el vicepresidente tienen una duración en el cargo de cuatro años y pueden ser 
reelegidos o sucederse recíprocamente por un sólo período consecutivo. Ambos 
cargos son elegidos por medio de voto directo en doble vuelta.25 Desde el 10 de 
diciembre de 2019, el señor Alberto Fernández es el presidente de Argentina y la 
señora Cristina Fernández de Kirchner es la vicepresidenta.  

Poder Legislativo: bicameral compuesto por la Cámara de Diputados de la Nación 
Argentina (257 diputados) y por el Senado (72 senadores). La elección de los 
miembros de ambas Cámaras es por votación directa y se lleva a cabo cada dos 
años para renovar la mitad de la Cámara Baja y un tercio de la Cámara Alta. El 
periodo de los diputados es por cuatro años y el de los senadores es por seis años.26 
Actualmente, la presidenta de la Cámara Baja es la diputada Cecilia Moreau y de la 
Cámara Alta es la vicepresidenta Cristina Fernández de Kirchner.  

El 14 de noviembre de 2021 se realizaron las elecciones legislativas en Argentina 
para renovar a los miembros de ambas Cámaras. Las próximas elecciones serán 
en el 2023. 

De acuerdo con la Unión Interparlamentaria (UIP), el Congreso argentino se ubica 
en el lugar 16° a nivel mundial por el número de escaños ocupados por mujeres en 
el Parlamento.27         

Composición de la Cámara de Diputados 

Bloques Integrantes 

Frente de Todos 118 

PRO 50 

Unión Cívica Radical 33 

Evolución Radical 12 

Coalición Cívica 11 

Encuentro Federal 4 

Córdoba Federal  3 

PTS 3 

 
25 Gobierno de Argentina. Constitución Nacional Argentina. Consultado el 23 de abril de 2020 en la 
URL: https://bit.ly/2ABcGnU 
26 CIA. The World Factbook. Argentina. Consultado el 23 de abril de 2020 en la URL: 
https://bit.ly/2e2IgRX 
27 Unión Interparlamentaria. Women in National Parliaments. Actualizado a marzo de 2020. 
Consultado el 22 de agosto de 2022, en la URL: https://data.ipu.org/women-
ranking?month=3&year=2020 
 

https://data.ipu.org/women-ranking?month=3&year=2020
https://data.ipu.org/women-ranking?month=3&year=2020
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Identidad Bonarense 3 

La libertad avanza 2 

Avanza libertad 2 

Frente de la Concordia Misionero 2 

Juntos somos Rio Negro 2 

Producción y Trabajo 2 

SER 2 

Socialista 2 

Otros 6 

Total 257 

Mujeres  115 (44.74%) 

Hombres  142(55.25%) 

Total  257 (100%) 

Fuente: Elaboración propia con información de la Cámara de Diputados. Diputados Nacionales. 
Consultada el 22 de agosto de 2022, en la URL: https://www.diputados.gov.ar/diputados/listado-
bloques.html 

 
Composición del Senado de Argentina 

Bloques Integrantes 

Frente Nacional y Popular 21 

Unión Cívica Radical 18 

Unión Ciudadana 14 

Frente Pro  9 

Cambio Federal 4 

Otros 6 

Total 72 

Mujeres  31 (43.05%) 

Hombres  41(56.95%) 

Total  72 (100%) 

Fuente: Elaboración propia con información del Senado de Argentina. Listado por Bloques. 
Consultado el 22 de ago. de 2022, en la URL: 
https://www.senado.gov.ar/senadores/listados/agrupados-por-bloques 
 

 
Poder Judicial: Es ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás 
tribunales inferiores que el Congreso argentino establezca en el país.  
 

GOBIERNO 

 
El 27 de octubre de 2019 el país sudamericano celebró elecciones nacionales para 
elegir presidente y vicepresidente, así como renovar la mitad de la Cámara de 
Diputados y un tercio del Senado. El candidato Alberto Fernández obtuvo el triunfo 
en primera vuelta con el 48% de los votos, frente a su principal contendiente, el 
entonces presidente Mauricio Macri (40.5% de los votos).28 

 
28 El País. Alberto Fernández se impone a Mauricio Macri y será el próximo presidente de Argentina. 
28 de octubre de 2019. Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: 
https://elpais.com/internacional/2019/10/27/actualidad/1572188885_484061.html 

https://www.diputados.gov.ar/diputados/listado-bloques.html
https://www.diputados.gov.ar/diputados/listado-bloques.html
https://www.senado.gov.ar/senadores/listados/agrupados-por-bloques
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El 10 de diciembre, Alberto Fernández y Cristina Fernández de Kirchner asumieron 
como presidente y vicepresidenta de Argentina, respectivamente, para el periodo 
2019-2023. Algunas de las medidas que anunció el presidente Fernández en su 
primer mensaje fueron: otorgar créditos no bancarios dirigidos a las familias 
endeudadas, subsidios para PyMEs, y un plan de reactivación de obra pública. En 
cuanto a la negociación con el FMI y los acreedores externos, señaló que se regirá 
bajo el principio de que “Para poner a Argentina de pie, el proyecto debe ser propio 
e implementado por nosotros” y “para poder pagar, hay que crecer primero”. 
Además, informó que dispuso de un decreto para que los “fondos reservados” de la 
Agencia Federal de Inteligencia (AFI) se destinen al plan federal contra el hambre. 
Asimismo, indicó que enviará al Congreso argentino un proyecto de reforma integral 
de la Justicia.29     
 
Cabe mencionar que entre los retos a los que se enfrenta la administración del 
presidente Fernández se encuentran el incremento en las tasas de inflación y de 
pobreza; la devaluación del peso argentino frente al dólar (su moneda de reserva y 
principal referencia de la economía); su deuda externa, estimada en alrededor del 
81% del PIB; la recesión en su economía; y contener las tasas de desempleo.30         
   
El 14 de noviembre de 2021 tuvieron lugar las elecciones legislativas de medio 
término, donde fueron elegidos 127 diputados y 24 senadores de Argentina. La 
coalición Juntos por el Cambio consiguió la mayoría de votos, la principal oposición 
encabezada por el expresidente Mauricio Macri. Por ello, el gobierno buscará un 
entendimiento con la oposición para alcanzar un plan económico y un nuevo 
acuerdo con el Fondo Monetario Internacional por un crédito.31  
 

POLÍTICA EXTERIOR 

 
La República Argentina ha buscado, mediante su política exterior, ser parte de las 
principales organizaciones internacionales y regionales para revertir su condición 
geográfica periférica, siendo miembro de la Organización de las Naciones Unidas, 
la Organización Mundial del Comercio, el Mercado Común del Sur, la Comunidad 
de Estados Latinoamericanos y Caribeños, la Organización de los Estados 

 
29 Infobae. El primer discurso de Alberto Fernández Presidente: “Vengo a convocar a la unidad de 
toda la Argentina”. 10 de diciembre de 2019. Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: 
https://www.infobae.com/politica/2019/12/10/el-primer-discurso-de-alberto-fernandez-presidente-
vengo-a-convocar-a-la-unidad-de-toda-la-argentina/ 
30 BBC. Asume Alberto Fernández en Argentina: los 5 desafíos económicos que enfrentará el nuevo 
presidente. 9 de diciembre de 2019. Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: 
https://www.bbc.com/mundo/noticias-50216111 
31 DW. “Argentina: miles marchan en respaldo al Gobierno tras elecciones”. Consultado el 10 de 
diciembre de 2021 
https://www.dw.com/es/argentina-miles-marchan-en-respaldo-al-gobierno-tras-elecciones/a-
59852203 

https://www.dw.com/es/argentina-miles-marchan-en-respaldo-al-gobierno-tras-elecciones/a-59852203
https://www.dw.com/es/argentina-miles-marchan-en-respaldo-al-gobierno-tras-elecciones/a-59852203
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Americanos, la Cumbre Iberoamericana, el Grupo de los Veinte, entre otros. 
Asimismo, es miembro observador en la Alianza del Pacífico.32 

De acuerdo con el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y 
Culto de Argentina, los ejes de la política exterior del país se basan en los siguientes 
puntos:33 

• Consolidar al Mercado Común del Sur (Mercosur) como espacio estratégico 

de integración regional y con el mundo, con la finalidad de eliminar la 

pobreza y la desigualdad.  

• Profundizar los acuerdos existentes y finalizar nuevos acuerdos con otros 

socios comerciales, para la diversificación de las exportaciones, promover 

las inversiones y la competitividad por medio de una mejor inserción de la 

economía en las cadenas de producción globales. 

• El fortalecimiento y protección de valores como la libertad, la democracia, 

los derechos humanos, la solidaridad, el multiculturalismo, la libertad de 

cultos, la igualdad de género, entre otros, mediante la acción internacional 

del Estado argentino. 

• La recuperación y el ejercicio pleno de la soberanía de las Islas Malvinas, 

Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos e insulares 

correspondientes, respetando el modo de vida de sus habitantes y conforme 

a los principios de Derecho Internacional. 

• El país reivindica soberanía sobre el Sector Antártico Argentino comprendido 

entre los meridianos 25° y 74° de longitud Oeste al sur del paralelo de 60° 

de latitud Sur. 

• Reducir los riesgos como el terrorismo, el narcotráfico, el ciberdelito, la trata 

de personas o la proliferación de armas de destrucción masiva para 

garantizar la seguridad de sus ciudadanos. 

• La cooperación técnica para fortalecer los vínculos con otros países, 

construir una imagen positiva del país ante el mundo y facilitar negociaciones 

bilaterales, regionales y multilaterales.      

• El diseño y ejecución de la asistencia humanitaria por medio del organismo 

“Cascos Blancos”. 

• La protección del medio ambiente y el uso sustentable de los recursos 

naturales.   

   

Cabe recordar que, el 28 de junio de 2019, el Mercosur y la Unión Europea 
finalizaron las negociaciones para la firma de un Acuerdo de Asociación Estratégica 
entre ambos bloques. Antes de su entrada en vigor, se llevará a cabo el proceso de 

 
32 Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación de España. Ficha de Argentina. 
Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: https://bit.ly/2OFugCq 
33 Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de Argentina. Política Exterior. 
Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: https://www.cancilleria.gob.ar/es/politica-exterior 
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la revisión legal, la traducción oficial de los textos, el tratamiento legislativo y su 
firma.34 De acuerdo con la Cancillería argentina, los beneficios que generará para 
su país serán la consolidación de la participación de las empresas en las cadenas 
globales de valor, la promoción de las inversiones, incrementará el proceso de 
transferencia tecnológica y la competitividad de la economía.35 

En el periodo 2017-2018 Argentina presidió el Grupo de los Veinte (G-20), siendo el 
primer país sudamericano en ocupar este puesto, y con ello fue el encargado de 
realizar la Cumbre de este foro los días 30 de noviembre y 1 de diciembre de 2018 
en Buenos Aires. El tema principal fue “Construyendo consenso para un desarrollo 
equitativo y sostenible”, mediante tres ejes: el futuro del trabajo, la infraestructura 
para el desarrollo y un futuro alimentario sostenible.36       

Por otro lado, el 22 de marzo de 2019 los presidentes de Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, y el Embajador de Guyana en Chile 
suscribieron la Declaración de Santiago para la creación del Foro para el Progreso 
de América del Sur o Prosur. Algunos de los temas en la agenda del nuevo bloque 
son: la integración en materia de infraestructura, energía, salud, defensa, seguridad 
y combate al crimen, prevención y manejo de desastres naturales.37    
 
A inicios de marzo de 2020, el presidente Fernández presentó una serie de medidas 
para la integración de una estrategia a largo plazo en cuanto a la situación de las 
Islas Malvinas. La propuesta se compone por: la creación del Consejo Nacional de 
Asuntos Relativos a las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sandwich del Sur y 
Espacios Marítimos Correspondientes, el cual estará conformado por 
representantes gubernamentales, de la oposición, veteranos de la guerra, 
académicos, juristas y delegados de la provincia de Tierra de Fuego; una nueva 
demarcación del límite exterior de la plataforma continental argentina; y la 
modificación del Régimen Federal Pesquero. Cabe mencionar que el presidente 
Fernández volvió a convertir en Secretaría -como parte del Ministerio de Relaciones 
Exteriores- el área vinculada con la cuestión de las Islas Malvinas.38    

 
34 Banco Interamericano de Desarrollo. Acuerdo de Asociación Mercosur- Unión Europea. Julio de 
2019. Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: 
https://publications.iadb.org/publications/spanish/document/Acuerdo_de_Asociaci%C3%B3n_Merc
osur-Uni%C3%B3n_Europea.pdf 
35 Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de Argentina. Mercosur cierra 
un histórico Acuerdo de Asociación Estratégica con la Unión Europea. 28 de junio de 2019. 
Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: 
https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/mercosur-cierra-un-historico-acuerdo-de-
asociacion-estrategica-con-la-union 
36 Foreign Affairs Latinoamérica. La importancia del G-20 en 2018. 26 de noviembre de 2018. 
Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL: http://revistafal.com/la-importancia-del-g-20-en-2018/  
37 Forbes. Prosur, el nuevo bloque sudamericano de derecha. 1 de abril de 2019. Consultado el 23 
de abril de 2020, en la URL: https://www.forbes.com.mx/prosur-el-nuevo-bloque-sudamericano-de-
derecha/ 
38 Sputnik. Argentina redobla su reclamo por Malvinas con tres nuevas políticas de Estado. 5 de 
marzo de 2020. Consultado el 23 de abril de 2020, en la URL:  
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El 30 de noviembre de 2021, el vicecanciller Pablo Tettamanti participó en la 45° 
Reunión Ministerial de Grupo de los 77 y China, en formato virtual. Durante su 
intervención, subrayó la necesidad de seguir trabajando en la reforma de la 
arquitectura financiera internacional para lograr la reestructuración de la deuda 
soberana; expresó su respaldo a la transformación de la Organización Mundial de 
Comercio que le permita hacer frente a los retos que presenta la situación mundial 
y refrendó el compromiso de Argentina con la lucha contra el cambio climático.39  
 

SITUACIÓN ECONÓMICA 

 
De acuerdo con el Banco Mundial, Argentina es una de las economías más grandes 
de América Latina y el Caribe, además el país sudamericano se encuentra en 
proceso de transformación económica en el que promueve un desarrollo económico 
sostenible con inclusión social e inserción en la economía mundial. Cabe destacar 
que cuenta con abundantes recursos naturales en energía y agricultura, y es líder 
en producción de alimentos con industrias de gran escala en los sectores de la 
agricultura y la ganadería vacuna; de igual forma, cuenta 
con oportunidades en algunos subsectores de la 
manufactura y en el sector de servicios innovadores de 
alta tecnología.40 
 
Entre 2004 y 2008, el país sudamericano tuvo el mejor 
desempeño en la región al reducir la pobreza e impulsar 
la prosperidad compartida. Los ingresos de 40% de la 
población más vulnerable crecieron a una tasa anual de 
11.8%, más rápido que el crecimiento promedio del 7.6%, 
aunque la tendencia disminuyó después de 2008.41  
 
De manera más reciente, en el contexto de la crisis derivada de la COVID-19, la 
actividad económica ha experimentado una recuperación más rápida de la prevista, 
con un aumento del 10.3% del PIB en 2021, frente a un decrecimiento de -9.9% en 
2020. A fines de 2021, la economía estaba un 5% por encima de su nivel de 
actividad previo a la pandemia. El déficit fiscal se redujo con respecto a 2020, 
principalmente por la disminución del gasto relacionado con la COVID-19 y los 
ingresos extraordinarios, como los del impuesto a las grandes fortunas, así como 
mayores recaudos por derechos de exportación, en un contexto de aumento de los 
precios internacionales de las materias primas. Sin embargo, la economía sigue 

 
https://mundo.sputniknews.com/america-latina/202003051090693184-argentina-redobla-su-
reclamo-por-malvinas-con-tres-nuevas-politicas-de-estado/ 
39 Argentina. Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto. 30 de noviembre 
de 2021 
https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/argentina-participo-de-reunion-ministerial-de-
g77-y-china 
40 Banco Mundial. Argentina: Panorama general. Abril de 2020. Consultado el 23 de abril de 2020, 
en la URL: https://bit.ly/1lBtTAL 
41 Ídem.  

Estructura del Producto Interno 
Bruto en Argentina (2021) 

• Agricultura: 8.6% 

• Industria: 27.6% 

• Servicios: 63.9% 

 
Fuente: ONU. Consultado en la URL: 
http://data.un.org/en/iso/ar.html 
 

https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/argentina-participo-de-reunion-ministerial-de-g77-y-china
https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/argentina-participo-de-reunion-ministerial-de-g77-y-china
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mostrando desequilibrios macroeconómicos. La emisión monetaria para financiar el 
déficit fiscal contribuyó a acelerar la tasa de inflación, que en febrero de 2022 fue 
de 52.3% anual.42 
 
De acuerdo con el Fondo Monetario Internacional (FMI) el país tendrá un 
crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) de 4% al finalizar 2022. Por otra parte, 
la tasa de desempleo fue de 9.3% en 2021 y al cierre de 2022 se estima que será 
de 9.2%. Por último, durante 2021 la inflación fue de 48.4% y se calcula que será 
de 51.7% al terminar el 2022.43    
 

Comercio Exterior (2021):44 

• Exportaciones: 54.8 miles de millones 

de dólares.   

• Importaciones: 42.3 miles de millones 

de dólares. 

 

Principales socios comerciales (2019):45  

• Exportaciones: Brasil (16%), China 

(11%), Estados Unidos (7%) y Chile 

(5%). 

• Importaciones: Brasil (21%), China 

(18%), Estados Unidos (14%) y 

Alemania (6%). 

Principales exportaciones: productos de 

soya, maíz, camiones de reparto, trigo, carne 

congelada y oro. 

 

Principales importaciones: automóviles, 

petróleo refinado, autopartes, gas natural y 

soya.   

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 
42 WB. El Banco Mundial en Argentina. Consultado el 22 de agosto de 2022 en: 
https://www.worldbank.org/en/country/argentina/overview 
43 IMF. Download World Economic Outlook database: April 2022. Consultado el 22 de agosto de 
2022 en: shorturl.at/iLX25  
44 ONU. Op. Cit. 
45 CIA. World factbook. Argentina. Consultado el 22 de agosto de 2022 en:  https://www.cia.gov/the-
world-factbook/countries/argentina/#economy  

https://www.cia.gov/the-world-factbook/countries/argentina/#economy
https://www.cia.gov/the-world-factbook/countries/argentina/#economy
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